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INTRODUCCION

La Contraloría de Bogotá D. C., a través de la Dirección Técnica de Servicios Públicos, en desarrollo de su función constitucional y legal y en cumplimiento de la primera fase del Plan de Auditoría Distrital - PAD, formulado para la vigencia 2005, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial en la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá EAAB, ESP, a la contratación realizada en las modalidades de consultoría y prestación de servicios  por la vigencia 2002, 2003 y 2004. 

Este proceso fiscal se orientó a evaluar los resultados de este tipo de contratación reflejados en la gestión de la administración en términos de la relación costo/beneficio y principios orientadores de la contratación.
La Contraloría de Bogotá, espera que los resultados de esta evaluación  informen y den cuenta de la gestión contractual de la EAAB, a la Ciudadanía, al  Concejo de Bogotá, y a la Opinión Pública, y en lo pertinente contribuya al mejoramiento continuo de las actividades y procesos que son responsabilidad de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá.

1. HECHOS RELEVANTES 

1. A través de la  consultoría 2-02-15500-105-2004, la empresa contrató servicios de apoyo integral al área  de contratación y compras  del acueducto de Bogotá, con el propósito de optimizar los servicios prestados  mediante la implementación  del Sistema de Gestión de Calidad ISO 9001 versión 2000.

En desarrollo del mismo,  existe el Plan de Auditoria, para Dirección de Contratación y Compras, cuyo alcance es la “Prestación del Servicio de Programación, evaluación, selección y contratación o compra de bienes y servicios”
Como punto de partida de este proceso de implementación se suscribió el Acta de Aprobación  de Documentos, con la cual se entregaron los documentos de los Macroprocesos (caracterización, manual de políticas, flujograma, formatos, guías de diligenciamiento entre otros),  que fueron validados  por los dueños de los procesos.

2. En el mes de diciembre se efectuaron modificaciones al manual de contratación a través de la Resolución 1133 del 31 de diciembre de 2003.

3. Mediante Resolución 1120 del 28 de diciembre de 2004, se adoptaron y reglamentaron los procesos y el manual para ejecutar la interventoría.

2. DICTAMEN SOBRE LA GESTION CONTRACTUAL - PRESTACION SERVICIOS Y CONSULTORIAS
Doctor

GERMÁN CORREDOR AVELLA

Gerente General y 

Miembros de Junta Directiva

Empresa de Acueducto y Alcantarillado de  Bogotá  ESP

Ciudad

Referencia: Dictamen sobre la gestión contractual vigencias 2002, 2003 y 2004.
La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política de Colombia, Ley 42 de 1993, el Decreto 1421 de 1993 y la Resolución Reglamentaria 030 de 2003 de la Contraloría de Bogotá, en desarrollo de la primera fase del Plan de Auditoría Distrital 2005, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial a la EAAB, ESP, orientada a la evaluación de la gestión contractual en la modalidad de consultorías y prestación de servicios de las vigencias 2002, 2003 y 2004.

La evaluación se desarrolló de conformidad con las normas y procedimientos de Auditoría Gubernamental compatibles con las de general aceptación. Con base en el universo de la contratación en la modalidad de consultorías y prestación de servicios, de las vigencias 2002, 2003 y 2004, se seleccionó una muestra que fue evaluada, a través de los documentos contractuales y la  información suministrada por la Empresa, teniendo en cuenta, los procesos, procedimientos, instrumentos, y normas aplicables a la contratación. 
Como resultado de lo anterior, es deber de la Contraloría de Bogotá, producir un informe en el cual se exprese el concepto sobre la gestión adelantada por la Empresa, y de otro, es responsabilidad de la Empresa garantizar la confiabilidad de la información entregada. 

2.1 Concepto sobre gestión contractual
De la evaluación a la  gestión contractual se puede concluir:

La Gerencia General en virtud de los estatutos delegó  la representación legal en las distintas dependencias, en la que se incluye adelantar los procesos de contratación, sin que éstas cuenten con adecuados instrumentos de control con 
los cuales se puedan garantizar, en los procesos de contratación: un Plan de Compras debidamente justificado y soportado con la definición clara de los bienes y servicios a contratar; la consulta de precios del mercado,  los principios de  igualdad, libre concurrencia y la selección objetiva de los oferentes, como resultado de un proceso de evaluación serio y soportado en la comparación de propuestas en términos de  calidad, experiencia, idoneidad y capacidad comprobados del oferente; evaluación crítica al contenido de la propuesta y el precio ofrecido, en aras de la protección y austeridad en la disposición de recursos de la Empresa; así como la de fijar de responsabilidades de quienes disponen de recursos a través de los procesos de contratación.
En virtud de lo anterior, en los manuales de contratación, se refleja la discrecionalidad de las gerencias en los procesos contractuales al disponer de cuantiosos recursos,  la deficiente  sustentación y  soporte  en cuanto a precios  pactados. 

Evaluados los documentos contractuales, se evidenciaron deficiencias:
· En la definición de bienes y servicios a contratar. 
· En los soportes que dieron lugar a la justificación de los contratos, tales como  estudios de prefactibilidad y factibilidad, (la determinación del bien o servicio a adquirir, la consulta de precios del mercado, libre concurrencia de proponentes). 
· En la evaluación de proponentes debidamente sustentada y la determinación el precio del contrato.
· En la elaboración de la justificación, los términos de referencia, la invitación y el contrato, documentos que contienen objetos generales, ambiguos,  sin definición especifica de las obligaciones a ejecutar por el contratista,  hecho que dificulta la ejecución misma del contrato, donde no es posible cuantificar la relación beneficio/costo y el adecuado cumplimiento de la función del interventor, ya que en muchos casos, se evidencia el inadecuado control por parte de la Empresa al seguimiento real y efectivo  de las mismas, entre otras razones porque se entregó la actividad contractual, sin definir el estado  de las actuaciones, y al finalizar el contrato, no se estableció la gestión finalmente desarrollada.
· El interventor una vez designado en la función respectiva, es el responsable de representar los intereses patrimoniales de la empresa ante el contratista, contribuyendo de forma directa a garantizar el cumplimiento del objeto contractual. A pesar de ello, de la evaluación efectuada a la contratación, se observó  en muchos casos el desconocimiento de la función asignada, por cuanto hubo intervención directa de las instancias superiores de la EAAB para controlar y disponer sobre la ejecución de obligaciones del contratista, con el argumento de la confidencialidad de algunas actuaciones, hechos que deslegitiman, descategorizan y minimizan la función interventoría, reduciéndola a la mera tramitación de pagos.
· Por ultimo, la entidad no dispone de instrumentos adecuados que garanticen la protección, custodia y oficialidad de los documentos contractuales, los cuales se constituyen en la memoria institucional y el reflejo de las actuaciones administrativas de quienes representan la organización. Lo anterior, por cuanto los documentos que integran todas y cada una de las actuaciones surtidas en los contratos, no se hallan en un único archivo contractual (el de la Dirección de Contratación y Compras), la mayoría se encuentran en poder de las dependencias donde se origina la necesidad de contratar el bien o servicio,  en otros casos,  en poder del interventor, con el agravante que  las carpetas no se encuentran debidamente foliadas y referenciadas, como elementos básicos de seguridad y confiabilidad de la gestión documental.

2.2 Concepto Control Interno
Desde el punto de vista de la Evaluación al Sistema de Control Interno en el área de contratación, se estableció que la Empresa presenta deficiencias de gestión, cultura, capacitación y autocontrol. Igualmente, se evidencia escaso seguimiento por parte de la Oficina de Control Interno a dicha dependencia.

Por lo anterior, en virtud de la Carta Política, lo reiterado en jurisprudencia, los lineamientos de los estatutos sociales, entre otros, la responsabilidad en la administración, control y vigilancia de los  recursos se mantiene en este caso en cabeza la Junta Directiva, del Representante Legal (Gerente), pese a la delegación de la  función. Bajo estas premisas es  responsabilidad de estos y sus delegados, actuar bajo los principios orientadores de la gestión administrativa, como transparencia, selección objetiva, libre concurrencia, igualdad de oportunidades, economía, eficiencia, austeridad en el gasto y de eficacia, plasmados, entre otros, en la Constitución Política de Colombia, el Decreto Nacional 026 del 8 de enero de 1998, el Decreto 1737  y 1738 del 21 de agosto de 1998, sobre austeridad, reducción y eficiencia en el gasto público, y Ley 152 de 1994, o ley Orgánica del Plan de Desarrollo, articulo 3 Principio de Eficiencia.
Bogotá, DC  
JORGE ORLANDO GOMEZ PINTO
Director Sector Servicios Públicos

3. RESULTADOS DE LA AUDITORIA A LA GESTIÓN CONTRACTUAL PERIODOS 2002, 2003 Y 2004.

3.1 GENERALIDADES DEL SISTEMA CONTRACTUAL DE LA EAAB

La Empresa de Acueducto  y Alcantarillado de Bogotá, DC, Empresa Industrial y Comercial del orden distrital, hace parte de la estructura del Estado, establecida  en la Ley 489 de 1998; sus actuaciones están orientadas por los principios de la función administrativa establecidos en el artículo 209 de la Constitución Política, los artículos 2 y 3 del Código Contencioso Administrativo y la reglamentación consignada en la Ley 142 de 1994, entre otros, el articulo 35.

De conformidad con los estatutos sociales, (Acuerdo 01 del 28 de enero de  2002, artículo 6
), la Junta Directiva es el órgano supremo de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá ESP, presidida por el Alcalde Mayor de Bogotá. 

3.1.1. Hallazgo sobre  los manuales de contratación y de interventoría.

Señalan los estatutos en el artículo precitado que corresponde a la Junta Directiva, el Gerente General y demás funcionarios, la dirección  y administración de la Empresa.

El artículo 12 de los estatutos  prescribe:

(...) La administración  y representación  legal de la empresa estará a cargo del Gerente General, quien  será  agente del Alcalde Mayor (...). 

En materia de delegación, el Gerente General, según el artículo 15, Parágrafo, K), ibídem, puede:

Delegar  con sujeción a las normas sobre la materia las funciones de su competencia, manteniendo la vigilancia  sobre los actos  de los delegatarios, pudiendo reasumir, en cualquier momento, la función delegada.
En desarrollo de las resoluciones anteriores la Gerencia General con fundamento en los artículos 209, 211 superiores y el artículo 9 de la Ley 489 de 1998, ha venido delegando en altos ejecutivos, como Directores y Gerentes, entre otros, la representación legal, incluyendo la de adelantar procesos de contratación de sus dependencias.

Resolución 0524 del 20 de junio de 2001, 

Resolución 0963 del 12 de octubre de 2001,

Resolución 1068 del 31 de octubre de 2001,

Resolución 1167 del 27 de noviembre de 2001,

Resolución 933 del 20 de agosto de 2002,

Resolución 0443 del 3 de abril de 2003,

Resolución 0964 del 25 de noviembre de 2004,

Resolución 02663 del 31 de marzo de 2004.

Sobre la facultad del representante legal de una entidad para delegar en uno de sus directivos la celebración de contratos, la Corte Constitucional  en sentencia  C-372 de 2002,  sobre la interpretación del artículo 211 de la Constitución Política de Colombia, manifestó.

(...) En efecto  no puede darse  al articulo 211 de la Constitución una lectura aislada  y meramente literal para considerar que la delegación  protege  o aparta total o automáticamente a la autoridad  delegante de todo tipo  de responsabilidad  en relación  con el ejercicio  indebido  o irregular  de la delegación  pues con esta  interpretación se  dejarían de lado la unidad administrativa  y de titularidad  de los empleados públicos, como fundamento  de la competencia de autoridades. La delegación no es un mecanismo para desprenderse de las funciones  del cargo  y menos aun para utilizarse los fines contrarios  a los principios que rigen  la función administrativa  como la moralidad, la eficacia, la igualdad o imparcialidad  (C.P, art.209). Tampoco es admisible  el extremo opuesto según el cual  el delegante responderá  siempre por las actuaciones  del delegatario ... La delegación crea un vínculo permanente y activo entre el delegante y el delegatario, el cual se debe  reflejar en medidas como las instrucciones  que se impartan al delegatario  durante la permanencia de la delegación; las políticas  y orientaciones generales  que se establezcan , en aplicación del principio  de las unidad administrativa , para que los delegatarios conozcan, claramente  y consideren en sus decisiones  los planes, metas  y programas institucionales; la revisión  y el seguimiento a las decisiones  que tome el delegatario  y la oportunidad  para que el delegante revoque  el acto de delegación y despoje oportunamente  de la calidad de delegatario  a quienes no respondan  a las expectativas en ellos fincadas (...).

A partir de esta consideración, tanto la Junta Directiva, como la Gerencia General, a pesar de delegar funciones y otorgar la facultad para celebrar actos y contratos a sus dependientes, mantienen la responsabilidad del control y vigilancia de los recursos públicos, responsabilidad consignada en el  artículo 6 de los Estatutos Sociales.

“ARTICULO 6- Órganos. La dirección y administración de la Empresa estará a cargo de: La Junta Directiva, el Gerente General, y los demás funcionarios conforme sus propias competencias y funciones”
Con la delegación, el delegante debe dotar de suficientes y eficaces instrumentos, entre otros, un manual de contratación y de interventoría con sus procedimientos respectivos oficialmente adoptados con el propósito de alcanzar sus objetivos en términos de calidad, oportunidad y eficiencia. 

En el periodo sometido a auditaje, la Gerencia General de la EAAB, adoptó el Manual de Contratación en forma oficial, así: 

Año 2002: Resolución 927 del 3 de octubre de 2001.

Año 2003: Resolución 315 del 21 de febrero de 2003.

Año 2004: Resolución 1100 del 23 de diciembre de 2004.

Año 2004: Resolución 1133 del 31 de diciembre de 2004.

En cuanto al Manual de Interventoría y sus procedimientos  se adoptaron formalmente mediante la Resolución 1120 del 28 de diciembre de 2004.

Al respecto, se considera que los Manuales de Contratación y de interventoría deben ir acompañados de un manual de procedimientos formalmente establecidos, con carácter de oficial y de obligatorio cumplimiento y  con los requerimientos necesarios que permitan su eficacia, ya que en los procesos de contratación se reflejan  deficiencias de estos manuales.
Por lo anterior se infringieron normas de Control Interno, la Ley 87 de 1993, artículos 2, 3 y 4, los estatutos sociales, articulo 9, literal k, articulo 15.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo.
La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. De acuerdo con lo manifestado en el folio 1, la Contraloría reitera que las deficiencias encontradas correspondieron a las vigencias de 2002 a 2004, y que la implementación del sistema de gestión de calidad en la actualidad, se ha venido desarrollando a partir de octubre de 2004.
Respecto del Manual de Interventoría, la empresa manifiesta que éste se adoptó en Comité Técnico Operativo desde el año 2000, junto con los procedimientos aprobados desde el año 1999 con una última actualización del año 2004, sin embargo, estos los documentos no se anexaron en la respuesta con el fin de verificar tal situación.

Por lo anterior, se mantienen los hallazgos relacionados con el Manual de Contratación y de interventoría.

3.1.1.1. Hallazgos específicos a los manuales de contratación

Los manuales citados, como  instrumento de control para la Empresa, en la administración y vigilancia de los recursos públicos, en su contenido, presentan aspectos generales sobre el proceso de contratación, pero no integran los principios que deben regir la gestión administrativa, máxime cuando se delegó totalmente la facultad para contratar en las distintas dependencias.

Por tanto adolecen:

De reglas, criterios, fuentes y soportes que deban acoger las delegadas, para justificar  la necesidad de contratar un bien o un servicio, con el propósito de optimizar los recursos dispuestos, (austeridad en el gasto público) y garantizar la  calidad del bien o servicio requerido por la Empresa:

· La descripción del requerimiento de manera puntual  y concreta a fin de evitar generalidades, ambigüedades y falta de claridad al sustento que da lugar a la justificación.

· La inclusión de soportes de estudios de precios de mercado, de factibilidad técnica y jurídica, (basados en cotizaciones de proveedores inscritos), con el propósito de estimar la cantidad, el precio, el tiempo real de ejecución, documentos que sirven de soporte a la justificación.
· La inclusión de un estudio de evaluación, cuando se requiera un servicio de personal, con el cual se permita justificar la ausencia del mismo en la planta de personal, teniendo en cuenta las funciones y perfiles del personal requerido.

De reglas, criterios, fuentes y soportes en que deben basarse las áreas que participan en la elaboración de los pliegos de condiciones, por cuanto:
· Su resultado ha de provenir de los estudios previos, ajustados,  técnica, financiera y jurídicamente a los intereses de las partes, de tal suerte que sean claros, oportunos y con carácter vinculante. 
· Deben incluir reglas de juego sobre los aspectos a evaluar de forma crítica al contenido de la propuesta, en términos de calidad de lo ofrecido, alcance, tiempos y precio más favorable, entre otros; así como la verificación y comprobación de las calidades del proponente (experiencia, idoneidad, capacidad técnica).
· La necesidad de diseñar objetos claramente definidos, con el alcance adecuado  de obligaciones, de forma que no se presten a la generalidad, ambigüedad, circunstancias, que dificultan la ejecución misma del contrato y la labor de interventoría.
Para efectos de adelantar los procesos de invitación, evaluación y selección a única persona o a determinadas personas, no se fijan reglas, criterios, ni el sustento, sobre la manera de escogerlas, teniendo en cuenta los aspectos que se vienen citando. Por otra parte, se impuso como regla general, la invitación, la selección y  contratación a única y  persona determinada, en cuantías realmente representativas, donde opera, básicamente la discrecionalidad de quien contrata.
(...)El reconocimiento del principio superior de la igualdad de oportunidades implica así mismo que el legislador al configurar el régimen de contratación estatal establezca procedimientos o mecanismos que le permitan a  la administración seleccionar en forma objetiva y libre a quien haya hecho la oferta más favorable, mediante la fijación de reglas generales e impersonales que presidan la evaluación de la propuestas y evitar incluir cláusulas subjetivas que reflejen motivaciones de afecto o interés hacia cualquier  proponente,  sin entrar  a predeterminar, claro  está,  al sujeto -persona natural o jurídica- con quien ha de celebrarse el correspondiente contrato (...). Sentencia C-887-02. 

A pesar de la prerrogativa constitucional y legal  de aplicar el derecho privado en sus actos y contratos, las empresas de servicios públicos domiciliarios se distinguen del empresario privado porque la titularidad de los recursos, en este caso, de la ÉAAB no son de carácter privado y de exclusividad de quienes la representan, sino que se trata de recursos públicos, por lo tanto se considera que deben acoger en sus actuaciones  los principios constitucionales y de actuación administrativa.

Por lo expuesto, se considera que el Manual de Contratación debe ir acompañado de un manual de procedimientos que permitan reflejar claramente en las actuaciones de los gestores, el cumplimiento de los principios de imparcialidad, igualdad, moralidad, eficacia y publicidad, con base en los cuales se deben atender los principios transparencia, la selección objetiva, libre concurrencia, planeación y austeridad en el gasto de recursos públicos.

Por lo anterior se infringieron la Ley 87 de 1993, artículos 2, 3 y 4, los estatutos sociales, articulo 9, literal k, articulo 15.
Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.
La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005.  De acuerdo con lo manifestado en el folio 5, la entidad reconoce que en el Manual de Contratación no existen tales directrices, pero que éstas son cumplidas por el personal. 
Este ente de control fiscal observa que tanto las directrices como los principios rectores de la gestión contractual que regulan toda actuación administrativa, deben estar consignados de manera expresa en los instrumentos y documentos que guían el actuar y la gestión institucional.
3.2 GESTION CONTRACTUAL 

Este aspecto se refiere a las características de la contratación y los resultados de su evaluación como producto de los deficientes instrumentos de control.

3.2.1 Universo de la contratación- muestra. Contratos de prestación de servicios y consultorías, vigencias 2002  a 2004.

Con base en la relación de la contratación vigente a 2002, 2003 y 2004, referente a los contratos  de prestación de servicios y consultorías se determinó que se suscribieron 1122, un promedio de 2 diarios, por un valor de 261.443 millones de pesos, contratos de los cuales se tomó una muestra con origen en la Secretaría General, Gestión Humana, Gerencia Jurídica (Dirección de Representación Judicial, Dirección de Asesoría Legal y Dirección de Contratación y Compras), con objetos referentes a la representación judicial, la asesoría en diversos temas de la Empresa y de trámites en la parte contractual), así mismo, contratos  originados en la Gerencia Corporativa del Sistema Maestro (Dirección de Bienes Raíces). 

El cuadro 01 muestra la síntesis del universo de la contratación en los temas de Prestación de servicios y de Consultoría de las vigencias auditadas.

CUADRO 01

CONSOLIDADO CONTRATACIÓN VIGENCIAS 2002-2003-2004

Consultoría y Prestación de Servicios

	Años
	Consultoría
	Prestación servicios

	
	Contratos
	Valor 
	Contratos
	Valor

	
	Valores en millones de pesos

	2002
	152
	48.652
	211
	83.449

	2003
	80
	33.159
	289
	30.572

	2004
	114
	26.095
	276
	39.516

	Totales
	346
	107.906
	776
	153.537

	Modificaciones

	2002
	63
	4.520
	59
	14.712

	2003
	20
	13
	33
	3.098

	2004
	2
	193
	49
	3.026

	Totales
	85
	4.726
	141
	20.836

	Consolidado

	Concepto
	Contratos
	Valor
	 
	 

	Total Contratación
	1.122
	261.443
	 
	 

	Valor Promedio por contrato
	 
	233
	 
	 

	Total Modificaciones
	226
	25.562
	 
	 

	Porcentaje modificaciones
	20%
	10%
	 
	 


FUENTE: Información  sobre la contratación suministrada por la EAAB

3.2.1.1. Hallazgo universo de la contratación

Los datos indican que la contratación bajo la modalidad de “Prestación de servicios” es superior a la de “Consultoría” en un 55% en relación con el número de contratos, en un 30%  frente a los montos contratados. 

El porcentaje de modificación de contratos de (20%) y de valores (10%), teniendo en cuenta los valores globales, evidencia que el proceso contractual no está lo suficientemente planificado, no obstante las políticas establecidas para el proceso, si se tiene en cuenta que más de $25.562 millones son recursos que han debido adicionarse después de iniciado el proceso contractual. 

Por lo anterior se infringe  normas de planificación, Ley 152 de 1994. 

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. De acuerdo con lo manifestado en el folio 5, la entidad afirma que todas las modificaciones realizadas a los contratos están soportadas técnica, jurídica y financieramente. No obstante, la Contraloría, al evaluar una muestra de estos contratos, no encontró los soportes documentales a que alude la respuesta.
3.2.2. Resultados de la evaluación contractual

De la muestra seleccionada, se evaluó la gestión contractual teniendo como fuentes los documentos contractuales que reposan en la Dirección de Contratación y Compras (responsable del archivo contractual), en la Gerencia Jurídica a través de las Direcciones de Representación Judicial y de Asesoría Legal, en la Gerencia Corporativa Sistema Maestro bajo la Dirección  de Bienes Raíces y en la Gerencia Corporativa Gestión Humana, a través de la División Sueldos y Prestaciones), la información suministrada por algunos de los interventores y la suministrada por otras dependencias de la EAAB. Lo anterior teniendo en cuenta los procesos, procedimientos e instrumentos aplicados a la contratación.

A continuación se presenta el análisis de los hallazgos relacionados con la gestión contractual mencionada:
3.2.2.1.  Hallazgo Gestión Documental 

Los documentos contractuales no se hallan consolidados en un solo archivo a cargo de una dependencia, en este caso en la Dirección de Contratación y Compras, de conformidad con lo establecido en el Manual de funciones adoptado por el Acuerdo 013 del 26 de noviembre de  1998, imperante a las vigencias auditadas:

(…) 3. Establecer mecanismos para mantener actualizado el archivo general  de contratación  y el kárdex de proponentes.

No obstante esta responsabilidad, el manejo las carpetas a cargo de la Dirección citada, obran básicamente documentos como: la justificación, los términos de referencia e invitación, el contrato, las actas de iniciación, las pólizas, algunos pagos e informes del contratista y las actas de terminación. 

Estas carpetas se encuentran foliadas a lápiz, sin referenciación como índices, tablas, etc., generando riesgo de pérdida, alteración, u otros con lo cual no garantizan la seguridad y confiabilidad de los documentos.

La información referente a la ejecución de obligaciones  como informes del contratista, documentos entregados o manejados por el contratista, pagos y comunicación cruzada, se encuentran en las dependencias de origen de la necesidad y en otros casos en las carpetas del interventor (en este caso cuando es funcionario actual de la Empresa), todas sin foliar, sin referenciar de acuerdo con las disposiciones de archivos y gestión documental. 

Así por ejemplo, las carpetas que se manejan en los archivos de la Oficina Jurídica, a cargo de la Dirección Legal y de Representación Legal, no se encuentran foliadas, generando riesgo de pérdida, alteración o cambio de documentos afectando  la confiabilidad en nivel interno y externo. 

Por lo anterior se vislumbra la infracción al sistema de control interno, literales, a, e, y f del articulo 2 y  del articulo 4 de la Ley 87 de 1993, disposiciones nacionales sobre el manejo de archivos y de gestión documental.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.
La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando un documento de respuestas. De acuerdo con lo manifestado en los folios 6 y 7, la entidad  viene implementando el sistema de gestión de calidad para la gestión documental.
Al respecto este organismo de control considera que si bien la empresa goza actualmente de algunos mecanismos de control, se evidenció que durante los períodos auditados, dicha documentación presentó las irregularidades administrativas mencionadas.

Por lo tanto, se mantiene el hallazgo.
3.2.3. Hallazgos generales encontrados  a los contratos, según muestra y referencia de algunos contratos en particular:

3.2.3.1. Hallazgos sobre el desarrollo de la etapa  precontractual  y contractual

En todos y cada uno de los contratos revisados de la muestra se evidenciaron inconsistencias y falta de soportes en el proceso precontractual y contractual:

Los argumentos esgrimidos como justificación para contratar son generales, ambigüos y sin un alcance definido. 

Para el tema de Representación judicial, en la justificación, se observaron deficiencias en definición y determinación del alcance contractual, en cuanto a los  procesos en términos de cantidad, el grado de complejidad y el estado actual de las acciones, con el fin de determinar si se iniciaban o estaban en curso; criterio fundamental para determinar el precio, el plazo entre otros del contrato, según la actuación. 
De otra parte revisados todas y cada una de las carpetas contractuales que hacen referencia a la representación judicial se evidencian diversas formas de pago, unas por mensualidades fijas y a un plazo, otras por determinadas actuaciones adelantadas y otras por todas y cada una de las etapas surtidas del proceso  incluida su ejecutoria en ultima instancia, sin que obren los soportes  sobre este tipo de decisiones.

Otro tanto ocurre en los contratos de prestación de servicios, donde se menciona la asesoría en diversos temas, con diversidad de precios y formas de pago.

Por lo anterior  se infringieron las normas de control interno relacionadas con los artículos 2 y 3 de la ley 87 de 1993 así como los principios de planeación, de transparencia e imparcialidad en las actuaciones y los de  igualdad y libre concurrencia y consulta de precios. 

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. De acuerdo con lo manifestado por la empresa en los folios 7 y 8 sus actuaciones están soportadas y que en la contratación se aplicó la figura legal de Intuito personae.
La Contraloría observa, que si bien la empresa aduce la contratación Intuito Personae, ésta figura jurídica debe estar sujeta a los principios que rigen la actuación de quien dispone de recursos públicos, como, selección objetiva, libre concurrencia y transparencia,
 aspectos que no se encuentran soportados de  forma clara en el proceso contractual.
Por lo tanto, se mantiene la observación.

3.2.3.2. Hallazgos sobre soportes de estudios previos

En los documentos contractuales puestos a disposición para la Contraloría, tanto de la Dirección Contratación, Compras, la Dirección Legal,  la Dirección de Representación Judicial,  la Dirección de Bienes Raíces y Gestión Humana, oficinas origen del bien o servicio, no se evidencia estudio previo sobre el objeto a contratar, consulta y evaluación comparativa de precios de mercado u otro que sirviera de sustento al valor  finalmente contratado. 

Por lo anterior se infringieron las normas de control interno relacionadas con los artículos 2 y 3 de la ley 87 de 1993 así como los principios de planeación, de transparencia e imparcialidad en las actuaciones y los de  igualdad y libre concurrencia y consulta de precios.
Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. A folio 9, la entidad manifiesta que cada área de la misma, realiza dichos estudios y los consigna en la solicitud de pedido.
Este organismo de control considera que todas y cada una de las actuaciones de quienes administran recursos públicos deben estar debidamente soportados en documentos.

Por lo tanto, se mantiene el hallazgo.

3.2.3.3. Hallazgo sobre los términos de referencia

Los términos de referencia o invitación a contratar son generales, ambigüos, sin el alcance de las obligaciones que permitan al proponente ofrecer y calcular un precio por el  servicio prestado y aceptar el plazo de ejecución previsto.

Por lo anterior se Infringieron normas de control interno, Ley 87 artículos 2 y 3, principios de transparencia y normas de planeación ley 152 de 1994.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. A folios 9 y 10, la entidad expresa que no todos los procesos que adelanta requieren de invitación y en los casos en que se elabora una invitación, se encuentran claramente establecidos.
La Contraloría considera y reitera estas deficiencias, de la evaluación efectuada a todos y cada uno de los contratos en su integralidad (términos de referencia, propuesta, y contrato, entre otros).

Por  lo tanto se confirma el hallazgo.
3.2.3.4. Hallazgo sobre Evaluación y criterios de invitación 

En los contratos revisados no se registra documento de evaluación, sobre capacidad para contratar, idoneidad, experiencia comprobada y cumplimiento de requisitos en las materias especializadas que maneja la EAAB.
Sobre la Invitación a determinadas personas no obra  registro de la fuente de proveedor, del sustento con el cual se calificó a la persona natural o jurídica para luego invitarla, evidenciándose la ausencia de criterios y reglas en los respectivos manuales de contratación y el desconocimiento de los principios de transparencia, libre concurrencia y de igualdad. 

Por lo anterior se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, principio de transparencia, selección objetiva, consulta de precios de mercado, libre concurrencia y austeridad en el gasto.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.
La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. A folio 10, la entidad se refiere a que sí se verificaron y constataron los requisitos sobre los aspectos mencionados.
No obstante, el ente de control al revisar los documentos contractuales, si bien obran hojas de vida y formatos diligenciados, en muchos casos no se encontraron los soportes sobre lo allí consignado. En otros casos, se anexó experiencia pero no responde con la especialidad en los temas del objeto contractual requerido.
Por lo tanto, se confirma el hallazgo.
3.2.3.5. Hallazgo sobre la evaluación y selección del contratista 

En los casos revisados, no obra documento de evaluación técnica, financiera, de la hoja de vida del proponente y del contenido de la propuesta. Si bien para algunos contratos aparece un documento denominado de evaluación éste  es unidimensional y no es de carácter comparativo y menos crítico. Es decir, en las convocatorias se cursó invitación a una persona específica, para lo cual, la Empresa desplegó actividades y tiempo de personal para un  proceso de evaluación de “ofertas” como si se tratara de varios oferentes, donde al final no hay siquiera evaluación en sentido estricto al contratista ni a su oferta. 

Por lo anterior se infringieron normas de control interno Ley 87 de 1993, artículo 2 y 3, los principios de selección objetiva, consulta de precios de mercado libre concurrencia, e igualdad de oportunidades.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.
La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. A  folio 11, la entidad menciona que cada profesional responsable efectúa dicha evaluación y la soporta con el visto bueno y la hoja de vida, según la complejidad establecida en los  términos de la invitación y de conformidad con el Manual de Contratación.
Este organismo de control considera que las actuaciones de la empresa deben estar acompañadas de soportes.
3.2.3.6. Hallazgo sobre precios y ejecución de los contratos

Precios y ejecución de los objetos contratados de Asesoría Legal:

Existe variedad tanto en precios contratados como formas de pago, sin que obren soportes de los argumentos del porqué se pagan diversos honorarios a unos, por el día día, en mensualidades fijas y otros por minutos, horas y a precios que no se encuentran justificados por un estudio previo de mercado, con la comprobación y sustentos documentales de las calidades del contratista. 

De la ambigüedad de los objetos contratados y sin que se hubiera pactado se  desarrollaron modalidades diferentes de asesoria.  Unos contratos se ejecutaron a través de actividades de meros trámites del día día, (de proyectos de borradores sobre conceptos o respuestas finalmente suscritos por el respectivo Director) y por sumas fijas mensuales; otros contratos con pacto de una suma fija mensual, mas el cobro de minutos y horas, donde aparecieron además sin que lo mencionara el contrato, distintas modalidades de asesoría, como  la entrega de conceptos escritos, la modalidad de conceptos verbales, la revisión y elaboración de documentos, en la que se incluyeron para efectos del pago, las acciones emprendidas por el asesor, como la búsqueda de la información, lectura, análisis, revisión, correcciones y/o ajustes; por último, en estos últimos contratos se agregó la modalidad de asesorías de acompañamiento a la Gerencia General como conversaciones y/o conferencias telefónicas, reuniones de gerencia, acompañamiento a actividades oficiales dentro y fuera de la entidad. Estos temas según lo manifestado por un interventor en diligencia para la Contraloría, revistieron el carácter de confidenciales por tratar temas de orden estratégicos,  por lo que a pesar de haberle dado la función de Interventoría no tuvo acceso a tales acompañamientos.

Se considera que la confidencialidad de las actuaciones de la administración pública es de orden excepcional según lo establece la Constitución Política de Colombia y la Ley. Por lo tanto, las actuaciones en este caso de la EAAB   frente a recursos públicos, que son propiedad de todos y cada uno de los ciudadanos, y no de exclusividad de un gerente, deben orientarse hacia los principios de transparencia, publicidad, y deben consultar las diferentes instancias de la organización como se lo han ordenado los Estatutos de la Empresa,  cuando señala para tales efectos entre otros la Junta Directiva, el Gerente General y demás funcionarios que la conforman. 

En los contratos de asesoría por producto y de acompañamiento la ambigüedad del objeto contratado, llevó al descontrol por parte del profesional interventor, a quien pese haber sido designado para ejercer la función, no la pudo ejercer a cabalidad dado que los requerimientos de asesoría los efectuó, en la mayoría de los casos, la Gerencia General o  la Gerencia Jurídica directamente al asesor,  sin escritos o medios de control sobre tales solicitudes.

Aunado a ello el hecho que en la mayor parte de asesorías y acompañamientos, el interventor, no tuvo acceso a reuniones, ni a los documentos objeto de la misma. 

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios de planeación, transparencia, publicidad, austeridad en el gasto, economía y eficacia.
Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. A folio 12, la entidad hace referencia a la insuficiente planta de personal, y la calidad de la persona que se contrata se verifica a través de la hoja de vida, de la consulta de precios del mercado para asesorías jurídicas y las horas efectivamente laboradas para determinados contratos.
El organismo de control considera que las actuaciones de la administración deben estar debidamente soportadas en documentos (precios del mercado y estudios previos) y en la verificación de la información que entreguen los proponentes. Las acciones de mejoramiento propuestas por la EAAB, deben ajustarse teniendo en cuenta las observaciones encontradas.
3.2.3.7. Hallazgo sobre representación judicial
Ejecución de objetos para la representación judicial. En la justificación, los términos de referencia que sirvieron de soporte a la invitación, y el contrato, no se precisó la clase de actuación, el número de procesos, el estado procesal, cuantías de éstos; el acta de iniciación se suscribió sin que se tuviera esta información.

En las carpetas que reposan en la Dirección de Representación Judicial, no obra documento que dé  referencia de lo entregado al contratista, ni poderes reconocidos ante el juez del conocimiento, lo que hace difícil establecer la actuación del contratista. La Empresa ha venido solicitando esta información a las distintas instancias judiciales, por solicitud de este ente de control. 

En algunos informes de los contratistas se evidencia que el reconocimiento de personería jurídica para actuar, no se dio oportunamente, pues se inicio la ejecución del contrato y no se habían otorgado los poderes. Lo anterior es el reflejo de una inadecuada planeación al interior de la dependencia que crea y solicita el bien o servicio.

En los contratos evaluados no se evidencia el estudio y evaluación del riesgo procesal.

En los contratos evaluados no obran documentos de entrega y del informe final donde se consignen las actuaciones procesales, la determinación del riesgo procesal y estrategias a seguir,  incluida la renuncia y sustitución  de poderes.  

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículo 2 y 3, los principios  de planeación, transparencia, austeridad en el gasto, economía y eficacia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.
La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. A folios14 y 15, la Oficina de Representación Judicial manifestó que a partir del 2004 se  ha venido incluyendo este tipo de conceptos, proceso que no se ha normalizado del todo para lo cual se entrará a adoptar acciones a fin de optimizarlo. Para la entidad no son importantes los documentos de poderes por cuanto se entiende que si el abogado actúa es porque lo tiene. 
Al respecto este organismo de control, reitera las falencias encontradas para las vigencias auditadas. Uno de los mecanismos de control de la actuación del abogado, es el poder con el cual se evidencia  la iniciación de la actividad del contratista para efectos de gestión y de los respectivos pagos, haciéndose necesario la normalización de entrega de poderes en términos de oportunidad de acuerdo con la fecha de suscripción del contrato. Por último, el riesgo procesal, independientemente de las normas que así lo exijan, debe calificarse por la empresa dentro de sus políticas de orden económico y jurídico.
Por lo tanto, se mantiene el hallazgo de tipo administrativo.

3.2.3.8 Hallazgo sobre relación beneficio/ costo

Evaluados los documentos contractuales y la información entregada por la empresa, relacionada con el beneficio/costo de la contratación, se pudo establecer la falta de planeación, en la definición del bien o servicio a contratar, con sus respectivos soportes. Esto dificulta determinar los alcances u objetivos de la contratación, y el beneficio/costo de aquellos. 

Por lo anterior, se infringieron normas de control interno Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios de responsabilidad, economía, eficacia, planeación, transparencia, austeridad en el gasto, y disposiciones  de planeación
. 

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. De acuerdo con lo manifestado en el folio 15, la entidad expresa que en el documento de la justificación se soportan debidamente las necesidades de contratar.
Al respecto, este ente de control confirma lo mencionado en el Informe Preliminar.
3.2.4.  Hallazgos en los contratos de consultoría 

3.2.4.1. Hallazgo sobre la determinación de precios

Al establecer tarifas promedios para las consultorías éstas no se aplicaron de manera uniforme para contratos semejantes y el estudio de esas tarifas no está soportado en metodologías establecidas para tales efectos (contrato 202-25200-436-2004). 

Por lo anterior se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, los principios de planeación, de transparencia, de selección objetiva, de  igualdad y libre concurrencia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. La Contraloría confirma las deficiencias encontradas en el Informe Preliminar.

3.2.4.2. Hallazgo sobre actividades de apertura y cierre de propuestas

Para los contratos se cursó invitación sólo a una persona sin embargo se adelantaron actividades como si se tratara de varios oferentes, donde al final no hay evaluación al contratista ni a su oferta, lo que resulta inerte e  inoficioso pero con el desgaste de recursos (contrato 202-25200-125-2004).

Por lo anterior se vislumbra la infracción a normas de Control Interno, Ley 87 de 1993.
Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, folio 6.  La Contraloría confirma las deficiencias encontradas en el Informe Preliminar.

3.2.4.3. Hallazgo sobre la falta instrumentos de control

No obran con la iniciación los cronogramas de actividades, ni informes mensuales de gestión del interventor (1-05-26300-594-2003). 

Por lo anterior se infringieron normas de control interno Ley 87 de 1993, artículos 2º. y 3º, y el principio de responsabilidad.
Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo
La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas folio 16.

Al respecto la Contraloría confirma las deficiencias encontradas en el Informe Preliminar, puesto que evaluado el documento entregado a las respuestas del mencionado Informe, no se refiere a un cronograma.

3.2.4.4. Hallazgo sobre los informes del contratista, del interventor e instrumentos de control
La gestión de la interventoría se manifiesta en informes referidos a datos descriptivos sin presentar un análisis crítico de la gestión del contratista, los documentos relacionados con la interventoría se encuentran sin firmas y sin la debida foliación evidenciándose falta de gestión documental y colocando en riesgo la información. No se hace designación formal del interventor dentro del contrato, sin embargo se menciona en las actas del contrato (ejemplos contratos 2-02-30200-429-2003, 2-02-4200-458-2002, 2-02-25200-122-2004. 
No se presentan avances físicos mensuales de interventoría. Al respecto se destaca que la empresa según información entregada solo a partir de diciembre de 2004, adoptó formalmente manuales y procedimientos de Interventoría, con ocasión de los procesos de implementación de los sistemas de gestión de calidad, lo que significa que en fechas anteriores si bien  existían algunos mecanismos éstos, no tenían el carácter  coercitivo.
Por lo anterior, se infringieron normas de Control Interno Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios de la responsabilidad de quienes gerencian recursos públicos, de transparencia, eficacia, delegación.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.
La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuesta. A folios 17 y 18, la entidad manifiesta que mantiene los archivos contractuales en cada una de las dependencias (CAU) y que por otra parte, la empresa ha venido implementando acciones correctivas sobre la gestión documental.

Al respecto la Contraloría confirma las deficiencias encontradas.
3.2.5. Hallazgos en los contratos de asesoría:

En estos contratos se evidenció la ambigüedad y deficiencias en el alcance de los objetos contratados, así: 
3.2.5.1. Contratos de asesoría por labor finalmente desarrollada

Contrato 2-05-15500-537-2003, para la asesoria especializada y de apoyo a los procesos de contratación, en la Dirección de Contratación y Compras por valor de $4.000.000, para ser ejecutado en un mes.

Contrato  2-5-1500-4-2003, por valor inicial de $24.000.000 y final de $32.000.000, con mensualidades de $4.000.000, para la prestación de servicios especializados en asesoria jurídica, entre otros, de procesos de contratación con énfasis en licitación pública internacional,  así como de trámites de la dependencia. 

Contrato 2-5-3000-018-2002, para la prestación de servicios de asesoría jurídica en materia de derecho administrativo, contratación y responsabilidad civil extracontractual, por valor total ejecutado de 57 millones, pagos mensuales de 4.5 millones de pesos. 

De estos contratos se concluyó que las contratistas ejecutaron actividades de  trámite de documentos jurídicos, al despachar memorandos internos y externos, pero no desarrollaron actividades propiamente de asesora legal, tal como se evidenció en los documentos entregados por el interventor a la auditoría.

Los anteriores contratos dejan en evidencia deficiencias en la definición y justificación del objeto contratado. 

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios  de planeación, transparencia,  austeridad en el gasto, economía y eficacia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, ver  folios 18 y 19. La Contraloría confirma las deficiencias encontrada, aclarando que la actividad desarrollada no corresponde estrictamente a la literalidad del objeto contratado.
3.2.5.2. Hallazgos en contratos relevantes por su cuantía, forma de pago y actividades ejecutadas 

Este tipo de contratos se destacan por las cuantías contratadas, la ambigüedad en los objetos, el deficiente  alcance, de soportes documentales y el escaso control efectivo de interventoría.

Contratos 1-05-3000-342-2002 y 1-05-15200-209-2003, para la prestación de servicios profesionales de asesoría jurídica en servicios públicos domiciliarios, régimen de seguridad social y contratación de proyectos especiales. En el primer contrato, el valor inicialmente contratado, fue de $200.000.000 con un promedio mensual de $33.333.333 a seis meses; el segundo contrato de $235.000.000 con un promedio mensual de $29.375.000 a ocho meses, el cual fue adicionado en valor por la suma de $100.000.000, sin modificar el plazo, por mayor cantidad de actividades, con un promedio mensual pagado final  de $41.875.000. En este contrato se destaca como parte de la forma de pago, un valor fijo mensual por las primeras 20 horas, horas y minutos adiciónales a las primeras 20 horas, con tarifas diferentes dependiendo de quien brindara el apoyo jurídico de la firma.

Contrato 2-5-15200-6-2003, para la prestación de servicios de asesoría en asuntos de derecho administrativo y demás consultas efectuados por la Gerencia Jurídica. Valor inicial $174.000.000.oo, más una adición de $74.000.000.oo, sin modificación del plazo de 12 meses, para un promedio mensual $20.333.333.oo.

Contrato 1-5-15200-34-2004, para la asesoría legal en temas de derecho administrativo, civil, financiero y contratación así como de los asuntos requeridos por las Gerencias Jurídica y Financiera. Valor contratado $250.000.000.oo, con un plazo de 10 meses, para un promedio mensual de $25.000.000.oo.

Contratos 1-05-15200-61-2002 y 2-05-15200-003-2003, para la prestación de servicios de asesoría integral a la Gerencia General y demás gerencias, con énfasis en derecho comercial  y administrativo, el primero por valor de $250.000.000.oo, en promedio mensual de $25.000.000.oo con un plazo 300 días y el segundo, por valor de $59.257.266.oo y un plazo 60 días, con promedio mensual de $29.500.000.oo.

Contrato  1-5-14300-5-2004, para asesoría integral durante la etapa de arreglo directo de la negociación  colectiva  de trabajo en la parte contractual, con un valor pactado de $350.000.000.oo, cuatro meses, en promedio mensual $87.500.000.oo.

Contratos 2-5-15200-5-2003 y 2-5-3200- 026-2002, por valor de $164.256.000, por un año, promedio mensual de $13.000.000 y $95.816.000, con una adición de $41.064.000, con un plazo de 7 meses, con un  promedio mensual de $19.555.0000 

Contratos 2-05-15200-014-2004, para la asesoria jurídica y representación judicial, por valor de $147.000.000 a un año, con promedio mensual de $21.000.0000 aproximadamente.
De este grupo de contratos, al ser revisadas y evaluadas las carpetas puestas a disposición para la Contraloría de Bogotá, se evidenció deficientes soportes  documentales para la invitación a estos contratistas, donde se sustente la necesidad de contratar estos servicios y a estos contratistas en particular, donde se argumente  y sustente el valor contratado y que las temáticas objeto del contrato resultaban complejas y especializadas e imposibles de ser manejadas con el personal de la Empresa que reviste el carácter de técnico y especializado. 

No obran los soportes de la comprobación del prestigio del abogado o persona jurídica a contratar, las tarifas cobradas en este tipo de asesorías a otros asesores, para así  determinar el valor contratado, es decir que la empresa decidió contratarlos sin la comparación y consulta de precios promedio de mercado y  tal decisión obedeció  a situaciones subjetivas por fuera de los de los principios de economía, selección objetiva y austeridad en el gasto.

Cabe destacar que el promedio mensual, pagado de los contratos citados osciló entre $20 y $87 millones de pesos, que le reportan a la Empresa, por día, $666.666.oo y $2.900.000.oo, respectivamente. 

En los contratos 342, 209 y 6 de 2003, de los cuales el interventor puso a deposición algunos conceptos escritos, se evidencia que corresponden a temáticas cotidianas y conocidas por la misma empresa que se caracteriza por ser técnica y especializada, en temas como servicios públicos a la luz de la Ley 142 de 1994, la Resoluciones CRA,  régimen laboral, pensional y la convención de trabajadores, así como temas de contratación entre otros, los que datan de mucho tiempo atrás. 

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, normas de planeación, los principios responsabilidad, delegación, selección objetiva, la libre concurrencia, igualdad de oportunidades,   austeridad en el gasto, economía y eficacia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.
La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas a folios 20, 21, 22, 23 y 24.
Al respecto la Contraloría confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar, aclarando que si bien existe un documento de justificación y la posible deficiencia de personal, estos aspectos no constituyen suficientes elementos para contratar y la garantía de la selección objetiva y el precio pactado, los que deben obedecer a la consulta previa de precios de mercado y a las calidades de los proponentes
, todos debidamente soportados en estudios. Igualmente, el documento de la Hoja de Vida, no es suficiente sustento para demostrar las calidades del contratista.
Las actuaciones de quienes disponen de recursos públicos, deben estar debidamente soportadas en documentos, así se traten de contratos intuito persona.

3.2.5.2.1.  Hallazgos en contrato 1-05-3000-342-2002 y 1-05-15200-209-2003
En el  contrato  342-2002, los términos de referencia, como parte integrante de la invitación, no  se estipuló forma alguna de pago de mensualidades fijas y horas adicionales a las primeras 20 horas y teniendo en cuenta las calidades de los socios de la firma proponente y sus dependientes, sino que  esta forma de pago se impuso en la propuesta, la cual fue aceptada por la empresa.

La Empresa sin más sustento aplicó esta metodología de remuneración en los contratos 209-2003, 61-2002 y 003-200, 34-2004, y 06-2003, sin que mediaran los estudios antes citados, ni la unificación de criterios. 

En estos dos  contratos en lo atinente a las asesorías de entrega de conceptos escritos, de los documentos vistos se observó la inexistencia de solicitudes y trámite ante el interventor para su control y aprobación para el pago. El único documento reporte de horas es el entregado por el contratista, donde para efecto del  pago se incluyeron acciones como  consecución, lectura, análisis, revisión de documentos.

En cuanto a las asesorías de acompañamiento no obran documentos de solicitud, trámite ante el interventor, ni vistos buenos para el correspondiente pago. 

El contrato 209 de 2003, se adicionó por 100 millones de pesos, sin modificar el plazo. El único sustento para la adición según el documento de justificación fue el incremento de actividades a realizar presentada por el contratista. Al respecto, primero, de lo entregado no se hallan documentos donde la empresa, estableciera y definiera claramente los alcances de las obligaciones en cuanto a la cantidad de asesorías que brindaría el asesor por el valor inicial, segundo si el interventor no tuvo control directo de solicitudes y trámites de asesorías a las diferentes instancias, por la ingerencia directa de altos directivos y la falta de definición y alcance, cómo es que la empresa determinó que efectivamente hubo mayor actividad durante la ejecución y pago del contrato. No obran los soportes y estudio de vialidad jurídica y financiera con los cuales se  probó el desequilibrio económico del contratista ante el incremento de tales actividades.

Por lo anteriormente expuesto, Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, normas de planeación, los principios responsabilidad, delegación, de transparencia, selección objetiva, la libre concurrencia, igualdad de oportunidades,   austeridad en el gasto, economía y eficacia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo, con incidencia disciplinaria
La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. De acuerdo con lo manifestado en los folios 24 y 25.
La Contraloría confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar y reitera que las actuaciones de quienes administran recursos deben estar suficientemente soportadas.
3.2.5.2.2. Hallazgo en los contratos 1-05-15200-61-2004,  2-05-15200-003-2004, 2-5-3200- 026-2002 y 2-5-15200-5-2003  

En los  contratos 61-04 y 003-04, 05-2003 y 026 de 2002,  ante la generalidad y ambigüedad del objeto contratado, sin que los documentos que integran los contratos lo estipularan, resultó la asesoría, según lo explicó el interventor de acompañamiento a la Gerencia a distintas reuniones, tanto en la entidad como fuera de ella y la asistencia a comités (caso de los contratos 026-2002 y 05-2003).

De suerte que en los documentos entregados por el contratista, se consignan reportes de horas con la descripción de algunas actividades como asistencia a reuniones en la Gerencia, o a otras entidades, conferencias telefónicas, comités  entre otras.

De la evaluación de los documentos puestos a disposición de la Contraloría, se concluye que, no obstante la existencia de estos reportes, la Empresa no cuenta con instrumentos que permitan efectuar un control real y efectivo a los tiempos reportados por los contratistas para exigir el pago, así como de la ejecución de actividades de las cuales tampoco existe mayor información, ya que no obran evidencias de control de solicitudes y rendición de conceptos, tiempos reales de ejecución, informes, entre otros, dirigidos al interventor, como de tiempos por la asistencia a las actividades de acompañamiento, y solo se basa en lo reportado por el contratista y lo informado por altos directivos al interventor de forma verbal,  (contratos  61, 003 y 05-03, entre otros). 

Estos hechos fueron corroborados por el mismo interventor, quien explicó que la mayoría de las consultas provinieron de la Gerencia General, sobre temas de orden confidencial (políticas estratégicas y penales), a los cuales él no pudo tener acceso
. 

En el caso de los contratos como el 05-03 y 026-02 obran algunos informes de contratista relacionados con el acompañamiento a reuniones de gerencia en temas penales en los que no se da mayor información junto con el reporte de horas. El interventor del contrato manifestó que la asesoría fue de acompañamiento en Comités, temas a los cuales tampoco tuvo acceso, dado el grado de confidencialidad
.

En conclusión se evidencia el descontrol de la actividad contractual ante la falta de planeación, falta de instrumentos adecuados de control, el desconocimiento de la función de interventoría, falta de transparencia, austeridad en el gasto y responsabilidad  en las actuaciones de los gestores de recursos públicos.

Por lo expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, normas de planeación, los principios responsabilidad, delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, economía,  eficacia y publicidad de las actuaciones de los gestores de recursos públicos.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. De acuerdo con lo manifestado en los folios 27 y 28.

Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas
.
3.2.5.2.3. Hallazgo en contrato 2-05-15200-014-2004

No obran los conceptos de asesoría en los temas contratados, los informes son generales. 

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, normas de planeación, los principios responsabilidad, delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, economía,  eficacia y publicidad de las actuaciones de los gestores de recursos públicos.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, vistas a folios 28 y 29.

Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar
Por lo tanto, se mantiene el hallazgo.

3.2.5.2.4. Hallazgo en contrato 2-05-15200-06-2003

El contrato 06-2003, se adicionó en valor más no en tiempo, con el propósito de diseñar una herramienta o tablero de control. Al respecto, a pesar de lo manifestado por el interventor, esta actividad no corresponde o guarda relación directa con lo que inicialmente justificó la contratación de asesoría legal en distintos temas. 

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, normas de planeación, los principios responsabilidad, delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, economía,  eficacia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. De acuerdo con lo manifestado en el folio 29.

Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar.
3.2.5.3. Hallazgo en contrato 2-5-15200-411-2004

Este contrato suscrito en noviembre de 2004 para la asesoría legal en el acompañamiento  en la entrega en operación a un tercero de la PCH, Santa Ana.

No obran estudios previos de prefactibilidad factibilidad que justifiquen la necesidad de contratar una firma para la elaboración del contrato y su evaluación, donde se compruebe que la Dirección de Contracción y Compras y las oficinas de origen, (que se caracterizan por ser técnicas y especializadas), no pueden adelantar este proceso de contratación.

De la invitación a única persona no obra documento de la fuente de proveedor.

Existen formatos de evaluación, que se diligencian con un “cumple”, sin sustentar el porqué cumple el contratista máxime, cuando no obran soportes previos, entre otros de consulta y evaluación del mercado, ni soportes y pruebas de experiencia.
Esta empresa se constituyó apenas en abril de 2003, y el objeto social  es la asesoría legal entre otros en el campo jurídico. Al respecto en los términos de referencia la empresa no exigió la experiencia de la firma contratista, no obstante que en la justificación requería contratar personas con amplia experiencia y reconocimiento en los temas solicitados por la empresa.   

En las carpetas de Contratación y Compras, no obran los documentos de ejecución y productos entregados. 

No obran datos de  las personas actuaron en esta asesoría.

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, normas de planeación, los principios responsabilidad, delegación, de selección objetiva, libre concurrencia e igualdad de oportunidades, de transparencia, austeridad en el gasto, economía, eficacia y publicidad de las actuaciones de los gestores de recursos públicos.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de la respuesta  en los folios 29 y 30.
Se reitera que las actuaciones de quienes disponen recursos deben estar suficientemente soportadas.
3.2.6. Contratos de representación judicial

La Empresa tercerizó el tema de actuación judicial con el propósito de buscar resultados en términos de eficacia, oportunidad y calidad del servicio.  

3.2.6.1. Hallazgos en contratos 2-05-15200-014-2004, 2-5-3200-026-2002, 2-5-15200-5-2003

2-05-15200-014-2004, donde parte del objeto contractual hace referencia a la representación judicial.

Contrato 2-5-3200-026-2002, parte del objeto fue la representación judicial en asuntos penales que por su naturaleza especial e interés le asignara la empresa. 

Contrato 2-5-15200-5-2003, para la prestación de servicios de asesoría legal en temas disciplinarios y penales. En este contrato el objeto se pacto para la asesoria legal, no obstante el abogado externo en su propuesta ofreció el servicio de representación judicial, lo cual fue aceptado por la Empresa según lo informo el mismo interventor.

De los contratos citados, sobre la única invitación a estos contratistas no obran soportes de consulta de precios del mercado que permitan establecer, si contratar estos servicios bajo esas condiciones tarifarias, se ajustaron a los intereses de la Empresa, teniendo en cuenta la austeridad y mesura en la disposición de recursos.  

Revisadas las carpetas que en su momento puso a disposición la Empresa, no se evidencian los extremos de ejecución del contrato, ya que con el acta de iniciación no se hizo alusión a la  entrega de los procesos, estado procesal y los poderes. No obran documentos de actuación procesal de los litigantes, durante la ejecución y la finalización, en la se incluyera el estado de actuación procesal, la renuncia y sustitución de poderes. 

En el contrato 05-2003, la justificación, los términos de la invitación y el contrato prescriben que el objeto es para la asesoría legal, sin embargo, el proponente ofreció el servicio de representación judicial. Así, al parecer se dio alcance al contrato, por cuanto los informes hacen alusión a este tipo de actuaciones. Al respecto, la Empresa es la única llamada a determinar cuáles son sus necesidades que supone resulta de un proceso de planeación, donde el proponente,  debe ajustarse únicamente a los requerimientos expresados por aquella. 

No obra justificación que permitiera a la empresa aceptar sin reparo los ofrecimientos no pedidos, lo cual va en contravía de la misma justificación  donde se plasmó la necesidad de contratar exclusivamente servicios de asesoria legal.

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, normas de planeación, los principios responsabilidad, delegación, de selección objetiva, libre concurrencia e igualdad de oportunidades, economía, eficacia y publicidad de las actuaciones de los gestores de recursos públicos.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.
La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. De acuerdo con lo manifestado en los folios 29 y 30.

Al respecto este ente de control, una vez recibidos los documentos soportes de la respuesta al Informe Preliminar, sobre la experiencia del contratista y la actuación procesal en representación judicial, se acepta parcialmente la respuesta en cuanto a los soportes a estos temas, pero se confirma en el sentido de que la empresa debe sustentar suficientemente en documentos la forma de selección del contratista y el precio del contrato.
Por lo tanto, se mantiene el hallazgo en los términos citados.
3.2.6.2. Hallazgo en contrato 2-5-3000-336-2002

Para representación judicial en acciones constitucionales, por un valor de $110.000.000, con un plazo indeterminado pero determinable, pagos por actuaciones especificas del proceso, incluida el agotamiento de la segunda instancia, con la advertencia que en caso de terminación anticipada del proceso, entre otras por la conciliación, transacción, se cancelaría únicamente lo adeudado hasta ese momento. 

No obran documentos soportes que permitan establecer por qué la invitación y selección de este contratista, y la determinación del valor a contratar.

No se logran establecer los extremos del contrato, la relación de procesos a cargo, a fin de discriminar el estado procesal en cada uno y así poder efectuar análisis a los pagos efectuados por la empresa.  

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, normas de planeación, los principios responsabilidad, delegación, de selección objetiva, libre concurrencia e igualdad de oportunidades, consulta de precios, de transparencia, austeridad en el gasto, economía, eficacia y publicidad de las actuaciones de los gestores de recursos públicos.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, ver  folios 30 y 31.

Este organismo de control confirma las deficiencias consignadas. Los documentos que soportan la respuesta no son suficientes
.

3.2.6.3. Hallazgo en contrato 1-5-3000-756-2000

Para la representación judicial en un proceso ordinario que cursó ante el Juzgado 19 Civil del Circuito, instaurado por la Fiduciaria Tequendama. 

El valor pactado por concepto de honorarios fue de $700.000.000 más el IVA de 105.000.000, según la forma de pago que mas adelante se mencionará. 

De lo aportado en carpetas contractuales no obran antecedentes de soportes sobre la consulta de proveedores, de precios del mercado que sustenten el precio pactado. 

La propuesta fue presentada por uno de los integrantes de la persona jurídica quien manifestó actuar en nombre propio y en representación de la otra persona natural, según poder otorgado, este último documento no obra en las carpetas puestas a disposición.

No obstante quien presentara la oferta en nombre propio y en representación de la persona natural, el contrato lo suscribieron, de una parte la persona jurídica y de otra, la persona natural.
Al respecto, existe contradicción entre la persona natural que presenta la propuesta y las personas que finalmente suscribieron el contrato.

De la suscripción del contrato se evidencia que no hubo constitución de unión temporal. 

Se estableció en la forma de pago, que en cuanto al primer desembolso, de $400.000.000 mas IVA de $60.000.000 se haría: “al cumplimiento de los requisitos de ejecución del contrato”. No es clara esta cláusula, y no se sabe a que tipo requisitos se refería, sin embargo, hubo una factura para cada uno de los contratistas, por valor de $223.962.500, y el pago neto de $181.214.875, en el mes de marzo de 2001. Manifestó  el interventor actual de contrato, que en su entender el primer pago se refería a la presentación de la contestación de la demanda.
Sobre la actuación procesal inicial de cada uno de los contratistas, que sirvió de fundamento para el pago citado,  llama la atención un documento elaborado por un funcionario de la empresa, del 27-10-2000, denominado “ iniciativa de contratación”, en el cual se comentan hechos que rodearon la celebración de este contrato, y la no participación la persona natural en la contestación de la demanda.  En uno de los apartes se informa:

 (…) ahora bien, tanto la firma … como el Dr. …estudiaron el caso  a profundidad y en razón  a que al momento  de suscribir el contrato el Dr. …se encontraba fuera del país , fue necesario suscribir con la firma … una orden de prestación de servicios  que permita la contestación de la demanda dentro de los términos judiciales  así como la pronta atención del proceso hasta tanto se lograra suscribir  el contrato conjuntamente con los dos oferentes.

Superada la circunstancia que impidió la contratación conjunta de los abogados mencionados y teniendo en cuenta  que desde el principio fueron ellos los encargados  de adelantar el estudio y análisis del proceso, es necesario celebrar el contrato con …y …de conformidad con los términos  de la propuesta por estos y lo dispuesto en el Comité  de Contratación (…).

Con fundamento en lo anteriormente expuesto, no hay claridad sobre el primer pago a la persona natural por valor de $223.962.500.

En la forma de pago estipulada, “Datos del contrato”, sobre los subsiguientes pagos se dijo, que habría lugar a un pago de $200.000.000, mas IVA de $30.000.000  al presentar el alegato de conclusión, el saldo de $100.000.000 mas IVA de $15.000.000 al presentar la demanda  de casación contra la sentencia según el caso. A renglón seguido el parágrafo primero señaló  que entre otras circunstancias, la terminación del proceso de forma anticipada, daría lugar al saldo pactado. El parágrafo siguiente, indicó que en caso de muerte de alguno de los dos contratistas, la cuota correspondiente acrecerá a la del otro.

Sobre este último aspecto, no es clara la voluntad de la administración, al suscribir este tipo de acuerdos, teniendo en cuenta  que los pagos se justifican por la defensa efectivamente realizada en este caso de forma conjunta por los dos contratistas.  Así es que si se cumple la condición del fallecimiento que en  este caso seria la de la persona natural sin que pudiera actuar, no se justifica este pago y  el sustento legal de esta estipulación por parte de la empresa que maneja recursos públicos.

El litigio objeto de este contrato finalmente se concilió, según acta del 15 de diciembre de 2004, lo que implicó el pago del saldo según la empresa de conformidad con el contrato, al darse la condición de terminación anticipada de proceso.

Revisadas las carpetas puestas a disposición  tanto de la Dirección Compras y Contratación y de la Dirección de Representación Judicial, obra como actuación de la persona natural en asocio con la persona jurídica, un documento del 15 de abril de 2004, de recomendación en el sentido de acoger el mecanismo de conciliación según la oferta presentada por la demandante,   “(…) en cuanto elimina el riesgo de condena  que no debe ignorarse , dada la limitación probatoria  que ha impuesto el juzgado civil del conocimiento y antecedentes judiciales(...) 

De las actuaciones procesales surtidas por cada uno de los contratistas,  se da cuenta básicamente de la actividad de la persona jurídica, a través de sus  diferentes apoderados
. 
De otra parte, durante la representación judicial, los abogados no presentaron ni justificaron el riesgo procesal, que concluyó en un concepto de conciliación ante una posible perdida del proceso. 

Sobre el posible riesgo procesal para el año 2003, la Gerencia Jurídica solicitó al contratista  el sustento de la clasificación del riesgo de pérdida del proceso como posible, por cuanto éste no  ofreció
:

“ (…) en forma clara y coherente la estrategia de defensa desplegada por ustedes a través de la actividad  procesal  y no se efectúa un análisis desde el punto de vista jurídico y probatorio  del riesgo de pérdida que el proceso reviste, salvo la simple  clasificación de que es posible …”

No se evidencian los documentos que den cuenta de la evaluación, sin embargo la empresa concilió, el demandante reconoció la propiedad sobre el inmueble a la EAAB, a cambio de obtener una servidumbre sobre el inmueble. Adicionalmente en el proceso penal por estos hechos, la parte civil desistió, pero se desconocen los argumentos de tal desistimiento.
Durante la auditoria se efectuó diligencia, con el interventor actual del contrato, quien manifestó que de lo revisado en las carpetas no evidencia especifica de la actuación de la persona natural. Que el estado del contrato es de liquidación, para lo cual solicitó información de lo contratistas sobre varios aspectos. 

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, normas de planeación, los principios responsabilidad, delegación, de selección objetiva, libre concurrencia e igualdad de oportunidades, consulta de precios, de transparencia, austeridad en el gasto, economía, eficacia y publicidad de las actuaciones de los gestores de recursos públicos.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.
La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005,  en los folios 31, 32, 33, 34 y 35.  

Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas, las que se deben tener en cuenta en el proceso de liquidación del contrato, para lo cual la empresa debe adelantar el seguimiento e investigación respectiva.
3.2.6.4. Hallazgos en contratos 2-5-15300-059-2003, 2-05-15300-301-2003, 2-5-15300-337-03, 2-05-15200-63-04, 2-05-15300-037-2004, 2-05-15300-026-2004, 2-05-15300-204-2004

Contratos, 2-5-15300-059-2003, por valor de $60.000.000, por 10 meses, para la representación judicial en laboral, 2-05-15300-301-2003, por $24.000.000, 8 meses, para la representación judicial en civiles 2-5-15300-337-03, por $46.400.000, indeterminado, para la representación judicial contra una acción de Griffo, 2-05-15200-63-04, $41.968.800, 6 meses, para la representación judicial  en 45 procesos laborales, 2-05-15300-037-2004, $207.640.000, el plazo según procesos asignados, representación judicial en acciones constitucionales en las que sea parte la empresa, 2-05-15300-026-2004, $69.600.000, indeterminado, representación judicial  una acción de grupo, 2-05-15300-204-2004, $207.640.000, acciones constitucionales, hasta la culminación de los procesos.

Evaluadas las carpetas correspondientes a estos contratos, se concluye:

La justificación  es deficiente por cuanto no contiene, la descripción del objeto de forma puntual y clara (no se menciona la cantidad y estado de los procesos como mínimo), llevando a la generalidad del objeto a contratar, no se encuentran en carpetas los soportes de oportunidad, conveniencia y precios de mercado, (cotizaciones, lista de proveedores inscritos en la Cámara de Comercio  o anunciadores por Internet, consultas  de honorarios al Colegio Nacional de Abogados, o la  aplicación de los criterios dados por la doctrina y la Jurisprudencia),  estudios de factibilidad técnica – jurídica.

 En las carpetas no obran con el acta de iniciación la entrega de procesos y los poderes de manera tal que el abogado contratado pueda actuar de forma simultánea con la iniciación del contrato. La empresa no cuentan con adecuados medios de control sobre los documentos de  poderes a fin determinar desde qué momento actúa el abogado, para efectos de los pagos.

Los informes, se encuentran sin orden ni fechas específicas de elaboración,  presentan descripción de actividades sin un desarrollo puntual sobre actuaciones procesales, las estrategias  y riesgo procesal. 

Con la terminación del contrato, no se entrega informe de gestión final donde se incluya el riesgo procesal y el estado actual y  las estrategias a seguir.

No obran en las carpetas sustitución de poderes con la terminación del contrato.

La empresa guarda en sus archivos algunos documentales de actuaciones procesales, sin embargo, revisadas las carpetas respectivas, se evidencian diversas actuaciones, de las que no se reflejan directrices y unidad de criterio  de las piezas procesales que deben estar en poder de la empresa por considerarse fundamentales.

En las carpetas no obran todos y cada uno de los comprobantes de pago junto el soporte respectivo, donde se incluyan las de deducciones de ley. Esta  situación dificulta la actuación misma de la empresa, y no permite a los entes externos verificar el accionar de la misma. 

Las respectivas facturas no contienen requisitos legales: el régimen tributario simple y común, la numeración de facturas,  la especificación  de los impuestos que se causan, IVA ICA, Retención en la fuente etc.  Bajo las circunstancias precitadas vale destacar de la muestra, los contratos, 2-05-6600-151-2002, 2-5-6800-076-2002
.

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, normas de planeación, los principios responsabilidad, delegación, de selección objetiva, libre concurrencia e igualdad de oportunidades, consulta de precios, de transparencia, austeridad en el gasto, economía, eficacia y publicidad de las actuaciones de los gestores de recursos públicos.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, vistos a folios 35, 36 y 37.

Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias, toda vez que la entidad nos remite una respuesta que no está relacionada con el tema del hallazgo observado. Respecto al Intuito Personae, nos referimos a la Sentencia de la Corte Constitucional
. 
3.2.6.4.1. Hallazgo en el contrato 2-05-15300-026-2004

En el contrato 026-2004, el contratista pago extemporáneamente los pagos exigidos por la ley, referentes a seguridad social y pensiones Ley 789 de 2002, obligando a la empresa a retener el pago, hasta la fecha en que efectivamente se dio el pago. 

No obra acta de terminación del contrato, por lo tanto no se sabe en qué términos se ejecutó  finalmente el contrato. 

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios, responsabilidad, delegación, austeridad en el gasto, economía, eficacia y publicidad de las actuaciones de los gestores de recursos públicos.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, a folio 37.

Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar, toda vez que la entidad nos remite una respuesta que no está relacionada con el tema del hallazgo observado. Respecto al Intuito Persona, nos referimos a la Sentencia de la Corte Constitucional
. 

3.2.6.4.2. Hallazgo en el contrato 2-5-15300-376-2004

Suscrito en noviembre, para la representación judicial en una acción arbitral.

Si bien en la justificación se dan argumentos de la contratación no se aportan los respectivos soportes del mismo. 

Se calcula por el adelantamiento de la acción hasta su terminación la suma de $20 millones, y se dice en la justificación que se consultaron los precios del mercado, mas no se aportan las fuentes y evaluaciones respectivas. 

En los términos de la invitación se menciona una cláusula  de experiencia del oferente y requisitos de experiencia, mas se informa que “No aplica”. Al respecto no se encuentra argumento alguno que justifique no exigir y comprobar la experiencia de los proponentes cualesquiera  sea la actividad a desarrollar, en una empresa técnica y especializada como lo es la EAAB.

 No obra estado final de las actuaciones procesales  con la terminación del contrato que solo se suscribió por  meses. 

Se estipuló cuatro meses cuando se sabe que este tipo de acciones, donde se incluye la segunda instancia no es suficiente este tiempo.

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, normas de planeación, de selección objetiva, libre concurrencia e igualdad de oportunidades, consulta de precios y el principio de transparencia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas  (ver folios 37 y 38).
Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar.

3.2.6.4.3. Hallazgo, contrato 2-5-3000-336-2002

Suscrito para  representar judicialmente a la EAAB. - ESP en acciones constitucionales. De las carpetas entregadas por la Dirección de Contratación y Compras, no se encontraron los informes y actuaciones judiciales sobre la defensa adelantada estas obran en otras carpetas de representación judicial, todas sin foliar, ni referenciar, documentos que no garantizan seguridad y confiabilidad.

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3 y disposiciones de gestión documental.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas (ver folios 38 y 39.)
Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar. 
3.2.6.4.4. Hallazgo, contrato 2-5-14100-422-2003
Para la prestación de servicios profesionales para asesorar a la Dirección de Investigaciones Disciplinarias en la sustanciación de autos de apertura de indagación, investigación, decreto de pruebas, autos de cargos, fallos de primera instancia y otros. 

La justificación menciona los servicios de asesoría especializada, pero en la práctica se cumplieron funciones de sustanciación de procesos, desviándose el objeto del contrato.

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, normas de planeación, los principios responsabilidad, delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, economía y eficacia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. (ver folios 39 y 40).

Al respecto este ente de control, acepta parcialmente la respuesta dada por la EAAB en cuanto a los documentos que soportan sobre la gestión adelantada por el contratista, pero se reitera la observación en el sentido de que los objetos contractuales son ambiguos y sin alcance.
3.2.6.4.5. Hallazgo, contrato 2-5-15300-62-2003

Para representar judicialmente a la empresa en materia de querellas policivas y demás asuntos que se le delegaran. 

Con el acta de iniciación no se evidenció la entrega de procesos y estado de los mismos. Revisados informes puestos a disposición, se evidencia que la actuación es mínima y falta claridad sobre la suerte de algunos procesos.

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, de transparencia, austeridad en el gasto,  y eficacia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folios 40 y 41.
Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar. 

3.2.6.4.6. Hallazgo, contrato 2-5-15300-100-2004

Suscrito por la empresa para ejercer la Representación Judicial. 

No obran los informes del contratista y del interventor que den cuenta de la ejecución de obligaciones, y de la defensa adelantada.

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, de transparencia, delegación y eficacia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folios 41 y 42.

Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar.

3.2.6.4.7. Hallazgos contratos Nos. 2-02 25200-125-2004,  2-02-4200-458-2002, 2-02-25200-122-2004

Algunas de las características generales del anterior grupo de contratos se refieren a que en el Estado de Avance de la consultoría, se presenta información descriptiva, pero sin análisis u observaciones de fondo con relación al objeto contractual. 
Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, delegación, de transparencia, austeridad en el gasto,  y eficacia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folio 42.
Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar.

3.2.6.4.8. Hallazgo en el contrato 2-02-25200-126-2004

En la Orden de Pedido No. 10006245 por $172.413.793,  posteriormente se generó otra orden de pedido modificatoria de la primera por valor de $31.206.896 con lo cual se totalizó el valor pagado en $203.620.689.

En la documentación contractual existe el Acta de Terminación, pero falta el Acta de Entrega y Recibo Final del producto contractual. 

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, delegación, de transparencia, austeridad en el gasto,  y eficacia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folios 38 y 39.

Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar.
3.2.6.4.9 Hallazgo en el  contrato No. 2-02-30200-429-2003,1-05-26300-594-2003, 2-05-14500-216-2004.  2-02-30200-200-2004, 2-02-3200-110-2003, 2-02-12100-021-2004
En los Informes de Gestión presentados por la Contratista, aparecen oficios con la remisión de dichos informes por el interventor, pero no figuran los informes del interventor. Los informes contractuales fueron presentados con la periodicidad mensual establecida en el contrato. 

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, de transparencia,  y eficacia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. ( ver folios 44, 45, 46 y 47.)
Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar y manifiesta que las acciones de mejoramiento adelantadas por la EAAB deben subsanar las deficiencias encontradas.
Respecto de los actos mediante los cuales en los años 1999 y 2000 se aprobaron los Manuales de Interventoría, la empresa no presentó los documentos respectivos.
3.2.6.4.10. Hallazgo en el contrato No.2-02-25500-346-2004

Se suscribió el Acta de Iniciación del contrato el día 25 de noviembre del 2004, con un plazo de tres (3) meses por un valor de $79.190.880.  En el formato de estado de avance de Interventoría figura un avance real en tiempo del 0.20%,  y se menciona como fecha de inicio el  25 de noviembre de 2004 y fecha  final el 24 de marzo de 2005, es decir una ejecución de cuatro (4) meses,  fechas que resultan contrarias a lo pactado, tres (3) meses. 

No se registran los Informes de gestión ni de análisis por parte de la interventoría. 

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, de delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, eficacia y manual de funciones.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. (ver folio 47).
Al respecto este ente de control, acepta parcialmente la respuesta, pero se insiste en la necesidad de que la información suministrada por la entidad, sea clara, veraz y confiable.
3.2.6.4.11. Hallazgo en el  contrato No. 2-02-25200-417-2004

Los Formatos de Lista de Chequeo de la Interventoría sobre la Revisión de Soportes de la Cuenta presentada por el contratista son elaborados, revisados y aprobados por  el interventor. El  análisis del interventor es de carácter descriptivo. 

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, de delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, eficacia y manual de funciones.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folio 48.
Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar.

3.2.6.4.12. Hallazgos en Contratos No.  2-05-5800-058-2002, 2-05-3200-010-2002, 2-05-3000-070-2002, 2-05-10200-011-2003, -05-15200-239-2003, 2-05-15200-140-2003, 2-05-14300-195-2003, 2-05-15500-068-03, .2-05-15100-344-2003, 2-05-15100-369-2004

Falta el acta de terminación, el informe de gestión y resultados del contratista y del interventor, la relación de pagos, balance de cantidades y precios del contrato.

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, de delegación, austeridad en el gasto, eficacia y el manual de funciones.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folios 48 y 49.
Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar.

3.2.6.4.13. Hallazgo en el Contrato 2-5-3200-277-2002

En las carpetas auditadas obran algunos informes del contratista, con fechas anteriores a la suscripción del contrato y no se logra establecer a cuál contrato corresponden ya que el contratista suscribió otro con la empresa. No se encuentran los informes del interventor.

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, de delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, eficacia y manual de funciones.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folio 50.
Al respecto este ente de control, no acepta la respuesta puesto que de los soportes revisados, se observan las inconsistencias mencionadas.

3.2.6.4.14. Hallazgo en el Contrato 2-5-3200-247-2002

Para la representación judicial en asuntos laborales y administrativos. El tiempo de ejecución es corto para ejercer de forma adecuada, en términos de calidad, oportunidad y eficacia la actividad encomendada. De los informes revisados, no se identifican las actuaciones de este contrato ya que este contratista suscribió otro contrato con similares actividades. De otra parte, no se logran establecer los extremos del contrato, el estado actual de procesos con la iniciación y terminación del plazo de ejecución del contrato, así como la calificación del riesgo procesal.

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, de delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, eficacia y manual de funciones.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folios 48 y 49.

Al respecto este ente de control, confirma las deficiencias consignadas en el Informe Preliminar.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folio 50.

Al respecto este ente de control, no acepta la respuesta puesto que de los soportes revisados, se observan las inconsistencias mencionadas.

3.2.6.4.15. Hallazgo en el contrato 2-5-3000-105-2002

Para la prestación de asesoria jurídica en el área del derecho ambiental. No se encuentran los informes del contratista ni del interventor, en las carpetas no obran los conceptos emitidos  por el contratista sobre la asesoría prestada, en el acta de terminación no se dice nada de la gestión contractual.

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, de delegación, de transparencia, eficacia y manual de funciones.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folio 51.

Al respecto este ente de control, no acepta la respuesta puesto que los documentos contractuales deben reposar de manera integral, centraliza y organizada y no en poder de los interventores por constituirse en memoria institucional de la empresa. Respecto de la gestión contractual adelantada por el contratista, ésta debe ser evaluada por parte del interventor y consignada en los respectivos informes de gestión de interventoría. Las actas de terminación además de determinar la fecha de terminación del contrato, deben reflejar la gestión efectiva que se haya adelantado, junto con el respectivo cruce de cuentas. Las actuaciones de quienes manejan recursos deben estar debidamente soportadas.
3.2.6.4.16. Hallazgo en el contrato 2-5-5800-27-2002

Para representación judicial en los procesos ordinarios en que la empresa sea parte, así como sustanciar las actuaciones procesales que deban surtirse ante el consejo de estado y el tribunal administrativo dentro de los procesos por jurisdicción coactiva. En las carpetas auditadas no reposan informes del contratista ni del interventor, no se sabe cuantos procesos adelantó, el riesgo procesal.

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, de delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, eficacia y manual de funciones.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folio 52.

Al respecto este ente de control reitera las deficiencias encontradas.

Por lo tanto, se mantiene el hallazgo.

3.2.6.4.17. Hallazgo en el contrato 2-5-25200-142-2004 

Para asesoria jurídica en estudio de títulos y la coordinación de procesos de legalización para la adquisición predial en los diferentes proyectos de inversión que adelanta la empresa, así como adelantar ante los juzgados correspondientes los procesos de expropiación a que haya lugar. Este contrato se termino anticipadamente por mutuo acuerdo  el 27 de septiembre de 2004 y según acta de terminación el valor pagado fue de $27.000.000. No reposan informes del contratista ni del interventor. El acta de terminación indica que este contrato término por mutuo acuerdo de manera anticipada, no obstante se afirma en esta que se pago el valor pactado.

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, de delegación, eficacia y manual de funciones.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folios 52 y 53.

Al respecto este ente de control,  acepta parcialmente la respuesta por cuanto observa que en Documento SAP, figura un valor entregado por $9.000.000 con fecha 24 de junio del 2004 y el contrato tiene fecha de iniciación 26 de junio del mismo año, es decir que se hizo un anticipo por valor de $9.000.000. No obstante lo anterior la empresa debe tomar acciones encaminadas a evitar este tipo de inconsistencias.

3.2.6.4.18. Hallazgo en el contrato 2-5-25200-218-2004 

Para el seguimiento, control e información de movimientos y estados de los procesos judiciales a cargo de la Dirección de Representación Judicial y Actuación Administrativa. Esta vigilancia la puede realizar el abogado contratista de acuerdo a los movimientos que surjan con las  actuaciones adelantadas por los mismos ya que la representación judicial implica necesariamente la vigilancia.

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, de delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, eficacia y manual de funciones.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas visto a  folio 53.

Al respecto este ente de control confirma el hallazgo.
3.2.6.4.19. Hallazgo en el contrato 2-05-15200-64-2004 y 2-5-15300-291-2003
Para la representación judicial en procesos laborales. Son procesos que se han iniciado desde 1999 y en su mayoría se encuentran en el Despacho para decisión de los cuales se requiere más vigilancia judicial que impulso procesal. Se observa que este contrato se suscribió durante el segundo semestre de 2004, que los poderes se presentaron para su reconocimiento dos meses después del acta de iniciación, que en el mes de diciembre se presenta la vacancia judicial y que iniciando el año siguiente se termina el plazo del contrato. De lo anterior se puede concluir que los plazos de ejecución pactados son cortos, los poderes para actuar se presentan tardíamente y ello es el resultado de la deficiente planeación. De otra parte, no se evidencia la calificación del riesgo procesal.

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios de planeación responsabilidad, de delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, eficacia,  manual de funciones.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folios 53 y 54.

Al respecto este ente de control confirma el hallazgo. Respecto del riesgo procesal, éste se debe evaluar y no sólo con la simple calificación.
3.2.6.4.20. Hallazgo en el contrato  2-5-68000-060-2002 

Para la asesoria en la formulación de estrategias, el  manejo de los asuntos laborales de la Gerencia Corporativa de Gestión Humana. Este contrato se suscribió el 8 de marzo de 2002 y el acta de iniciación el 3 de abril de 2002 casi un mes después. Lo anterior es la evidencia la falta de planeación en la ejecución de las obligaciones contraídas. 

En el  acta de terminación informó de  de una adición   por valor  48 millones de pesos para un valor total de 129 millones de pesos, mas sin embargo evaluadas las carpetas contractuales no se evidencian soportes sobre esta adición.

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios de planeación responsabilidad, de delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, eficacia,  manual de funciones.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas. los folios 54 y 55.

Al respecto este ente de control, si bien obra  un documento de justificación y la actividad se desarrolla efectivamente, la empresa debe soportar cada actuación cuando dispone de recursos.
3.2.6.4.21. Hallazgo en el contrato 2-5-14200-340-2003 

Para la prestación de servicios en el diseño e implementación del modelo de competencias que soporte el desarrollo y puesta en marcha  del ciclo de desarrollo humano desde sus procesos de preselección selección y entrenamiento.  Evaluadas las carpetas no se evidencian soportes de hojas de vida de las personas o profesionales que desarrollarían el objeto contractual junto con la aprobación sobre idoneidad y experiencia por parte de la empresa.

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios de planeación responsabilidad, de delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, eficacia,  manual de funciones.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, según lo manifestado en el folio 55.

Al respecto la Contraloría reitera las deficiencias encontradas. 
3.2.6.4.22. Hallazgo en el contrato 1-5-15500-296-2003 

Para la prestación de servicios especializados con énfasis en aspectos legales y financieros para el desarrollo de los procesos de contratación; igualmente, asesoria jurídica  para la Dirección de Contratación y Compras. 

El contratista presentó informes detallados de la gestión con los pro y los contra que tiene la empresa y que tiene que mejorar para una buena gestión contractual. En uno de los apartes del informe sobre el tema de la contratación: "reporte de dificultades, atrasos e inconvenientes en los procesos de contratación" informó de las causas que lo originan y las recomendaciones a seguir, en el caso de las condiciones y términos de las invitaciones que efectúa la empresa destacó:

 ..."principio de la buena fe, proceso equitativo y predecible, este proceso se da a nivel interno y externo este se subdivide en 2 niveles en el 1o. se identificara cuales son las condiciones mínima que debería acreditar un contratista y una propuesta para que el acueducto se sintiera tranquilo contratando esas condiciones, en 2o. nivel se hace la valoración de la propuesta mas favorable, si las condiciones mínimas han quedado bien estructuradas en la mayoría de los casos esta valoración será únicamente de precio"...

Evaluados los documentos contractuales correspondientes al año 2004 se observa que la empresa no ha tenido en cuenta aspectos como la selección objetiva del contratista, con base en  principios de libre concurrencia, igualdad, consultado los precios y calidades del oferente que se ajusten a los intereses de la empresa.

No se logró determinar cuál fue el valor agregado de esta asesora, por cuanto la tendencia en las actuaciones de adelantamiento de procesos de contratación se mantiene igual.

Por lo anteriormente expuesto, se infringen normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios de planeación responsabilidad, de delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, eficacia, manual de funciones, estatutos sociales.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folios 56 y 57.

3.2.6.4.23. Hallazgo en el contrato 1-05-5800-016-2002

 Prestación de servicios en la sustentación de los procesos correspondientes a las obligaciones vencidas a cargo de los usuarios de los servicios públicos de acueducto y alcantarillado, la administración y control de los acuerdos de pago que se otorguen dentro del proceso.

Sobre la ejecución de obligaciones, se solicito el número de teléfono, el valor pagado de los deudores usuarios al contratista  ante la Dirección de Jurisdicción Coactiva, pero esta información no se entregó en su totalidad.

Se evidencio que este contratista además de este contrato,  tuvo otro vigente suscrito en el año 2000, para cumplir un objeto con este tipo actividades, por valor de $2.055.956.087.

Sobre el contrato auditado, la empresa informó que la cartera durante su ejecución fue de 84.965 millones de pesos y que el valor recuperado fue de 25.710 millones equivalente al 30%. 

En este caso de acuerdo con el plazo pactado y teniendo en cuenta que hubo otro contrato en suscrito en el año 2000, la recuperación es mínima y se evidencia la falta de gestión por parte de la empresa sobre deudas con mas de ocho años. 

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios de planeación responsabilidad, de delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, eficacia, manual de funciones, estatutos sociales.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folios 57 y 58.

Al respecto este ente de control, no acepta la respuesta puesto que los soportes que se entregan con la respuesta, no presentan suficiente sustento sobre las inconsistencias encontradas. Evaluadas las respuestas entregada por la EAAB, ésta es incompleta y deficiente.
3.2.6.4.24. Parcialmente aceptado. Hallazgo con incidencia administrativa, contrato 1-05-26200-172-2004 

La empresa no comprobó la capacidad económica del contratista, la cual fue inferior a los recursos de que se dispusieron para tal efecto.
No obran documentos de evaluación de las calidades del contratista.

Así mismo, en las carpetas evaluadas no se evidencia documentación sobre la ejecución contractual.
No se presentan los soportes que justifican la adición suscrita en el contrato.

Por lo anteriormente expuesto presuntamente se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios de responsabilidad, de delegación, de transparencia, de austeridad en el gasto, eficacia, manual de funciones, estatutos sociales.
Se configura un hallazgo de tipo administrativo.
La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folios, 58, 59, 60, 61, 62 y 63.

Al respecto este ente de control, acepta la respuesta frente a la posible incidencia fiscal, sin embargo los aspectos que se acaban de describir, se confirman, ya que todas y cada una de las actuaciones, deben estar debidamente soportadas con documentos. Igualmente se requiere la comparación de precios del mercado con el fin de evitar adiciones que superaron el 100% del valor inicial del contrato.
3.2.7. De la interventoría

Para ejecutar la interventoría,  por parte de personal de la Empresa como de particulares, la EAAB estableció un manual de Interventoría que se adoptó formalmente en el mes de diciembre de 2004. En este instrumentos se consignan funciones generales del interventor y formatos de referencia para consignar actividades realizadas esto producto de las normas ISO. Prescribe este documento que la Interventoría, designada por la Empresa o contratada:

 “ (…) Es el responsable de controlar, verificar y exigir  el cumplimiento  de todas las actividades técnicas, administrativas, financieras, así como las normas  y especificaciones  de los contratos, convenios  o concertaciones, durante  la ejecución y liquidación de los mismos… 

Al respecto, la labor de Interventoría debe ser efectiva, real y crítica, ya que  está cumpliendo una función del contratante, luego es de su responsabilidad sin perjuicio de la que le corresponde a los contratistas, garantizar los productos que recibe la Empresa.  Para ello, resulta de suma importancia que la gerencia general dote de autonomía, poder de decisión y medios idóneos que permitan su  efectividad.

Lo anterior por cuanto se detectó, el desconocimiento de la función de interventoría por altos directivos.

No se evidenciaron en las vigencias auditadas instrumentos oficiales para el desarrollo de la función.

Los formatos empleados por la empresa sobre las actividades del contratista, el acta de iniciación y acta de terminación, responden a meras descripciones, mas no a la evaluación de gestión del contratista.

Al respecto la función de interventoría, comienza con el acta de iniciación y en desarrollo de la misma el interventor debe solicitar del contratista informes que  deben ser evaluados junto con la verificación de las obligaciones llegando a la producción de un informe critico y evaluativo de toda la actividad contractual desplegada informando de la relación beneficio/costo, debe verificar la constitución y vigencia de pólizas, la verificación de pago de impuestos, la verificación y certificación de al cumplimiento del pago en los sistemas de salud, pensión, riesgos profesionales impuestos parafiscales (Caja de Compensación, Familiar, ICBF y SENA), en caso de personas naturales y jurídicas, entre otros. Es decir que en las actuaciones del interventor se debe reflejar el control real efectivo y garantía del cumplimiento de los objetos contratados los que sirven de soporte a los pagos respectivos.

Del Acta de visita administrativa del 2 de junio de 2005 desarrollada entre el interventor del contrato 1-05-026200-172-2004, contrato de prestación de servicios con la firma MACROTEMPORALES, se puede establecer que varias dependencias de la EAAB intervienen en la elaboración de un contrato hasta entrar en ejecución, etapa en la cual el interventor entra a ejercer sus funciones
.
Del examen de la muestra de contratación definida para este proceso de auditoría se evidencia para prestación de servicios y consultoría los resultados del consolidado indican que el proceso contractual de la Empresa es débil en este aspecto, una de las causas puede ser la carencia de estudios de mercado que den a la EAAB una visión real del valor del objeto que se contrata, lo que puede explicar el alto porcentaje de modificación de contratos y de valores que presenta el cuadro 03; la amplitud de los objetos contractuales que permiten al contratista y a la Empresa un cumplimiento del objeto contratado sin un control legal, administrativo, técnico riguroso que facilite la función de la interventoría, la cual, no obstante la existencia de guías para su desarrollo parece ineficaz por los resultados, porque en la información que suministra la EAAB relacionada con la contratación (carpetas de contratos), se evidencia falencias en la recopilación y organización dado que no contienen todos los documentos que se generan en la ejecución de un determinado contrato debido a que la misma se origina en diferentes dependencias de la Empresa y no se tiene el procedimiento para consolidarla en un solo sitio o dependencia, sobre todo si se tiene en cuenta que es parte importante de la memoria institucional. 

Por lo anteriormente expuesto, se infringieron normas de control interno, Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios responsabilidad, de delegación, de transparencia, austeridad en el gasto, eficacia, el manual de funciones y estatutos sociales.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, vistos a folios 63 y 64.
Al respecto este ente de control,  reitera lo manifestado en este hallazgo y lo dicho en el hallazgo 3.1.1.

3.3. EVALUACIÓN PRESUPUESTAL Y ECONÓMICA

La EAAB estableció, como políticas para la utilización del presupuesto a través de la contratación, la austeridad en el uso de los recursos públicos y el autocontrol:

·  “Política de austeridad en el uso de los recursos públicos” la cual establece que los recursos de la EAAB son sagrados, su utilización debe ser transparente, austera y eficiente con el fin de retribuir a la sociedad mejores servicios y contribuir a la generación de valor de la Empresa.

·  “Política de Control” en la cual el autocontrol en la Empresa es la base para garantizar una gestión eficiente de los recursos públicos
.
El marco legal para la contratación en la EAAB, por el hecho de representar recursos públicos, lo constituyen los principios constitucionales, el Código Contencioso Administrativo, artículos 2 y 3,  la Ley 142 de 1994, artículos 31 y 32, la normatividad expedida por  la Comisión de Regulación de Agua Potable y Saneamiento Básico – CRA en lo de su competencia, con sujeción normas de planeación, normas presupuestales, normas tributarias, normas de Seguridad Social, el Código del Buen Gobierno, los Estatutos Sociales, los manuales y procedimientos de contratación e interventoría y demás instrumentos de control en la disposición de recursos.

Tanto en los contratos de prestación de servicios como en los de consultoría, la dependencia interesada cumple con el procedimiento de plantear una necesidad, justificarla, certificar la incapacidad de la dependencia para solucionar la necesidad, primordialmente, por la carencia de talento humano, obtener la disponibilidad y el registro presupuestales y elaborar la minuta del contrato. 

3.3.1. Hallazgos con incidencia administrativa sobre el reporte de valores en contratos terminados o liquidados.
Mediante el oficio 36103-033 del 7 de junio del año en curso, en el punto 1, se solicitó a la EAAB suministrar la información de 52 de los contratos incluidos en la muestra. De la evaluación de esta respuesta, se conforma el cuadro de  INCONSISTENCIAS CONTRATACIÓN: CONSULTORÍA Y PRESTACIÓN DE SERVICIOS 2002-2004, relacionada con los contratos “Terminados o Liquidados”. 

La entidad respondió mediante oficio No. 14100-2005-269 del 28 de julio para lo cual anexó los documentos de soportes en lo que se puede evidenciar que hubo errores en la entrega de información. Se acepta la respuesta, no obstante la EAAB está en la obligación de entregar en forma clara, verás y oportuna la información que se le solicite con el fin de evitar desgaste administrativo y obstaculización al control fiscal. 
Por lo anterior, se infringe lo establecido en los artículos 101 y 102 de la Ley 42 de 1993 y  artículos 2º. y 3º. Ley 87 de 1993

Por lo tanto, se mantiene el hallazgo de tipo administrativo.

3.3.1.1. Hallazgo administrativo sobre inconsistencias en mayores valores pagados

La entidad respondió mediante oficio No. 14100-2005-269 del 28 de julio para lo cual anexó los documentos de soportes en lo que se puede evidenciar que hubo errores en la entrega de información. Se acepta la respuesta, no obstante la EAAB está en la obligación de entregar en forma clara, verás y oportuna la información que se le solicite con el fin de evitar desgaste administrativo y obstaculización al control fiscal. 

Por lo anterior, se infringe lo establecido en los artículos 101 y 102 de la Ley 42 de 1993 y los artículos 2º. y 3º. Ley 87 de 1993

Por lo tanto, se mantiene el hallazgo de tipo administrativo.

3.3.1.2. Hallazgos sobre  inconsistencias en contratos no publicados 

En la respuesta a la solicitud 36103-033 del 7 de junio del año en curso se seleccionaron los contratos terminados y liquidados según anexo No. 02, en los cuales se detectaron inconsistencias, así:

Columna 11-. NR (No Requiere), información reportada por la EAAB en la comunicación citada. Si se tiene en cuenta que se deben publicar los contratos cuyo monto sea superior a $199.200.000.00 para el 2003 y de $214.800.000.00, para el 2004, los señalados con asterisco “*”, en esa columna,  debieron publicarse. Al ser investigada la EAAB al respecto podría ser sancionada por no cumplir debidamente con estas obligaciones.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, según lo manifestado en el folio 65.

Al respecto este ente de control reitera las inconsistencias encontradas.
3.3.1.3. y 3.3.1.4  Hallazgos sobre inconsistencias en liquidación de IVA e Impuesto de Timbre
Se acepta parcialmente la respuesta dada por la Empresa en cuanto  al sustento entregado, no obstante, se observa que la EAAB, está entregando información con inconsistencias lo que obstaculiza el control fiscal. Por lo anterior se infringen normas de control fiscal establecidas en la Ley 42 de 1993.
3.3.1.5. Hallazgos sobre la determinación relación Beneficio/costo

En cuanto a la información sobre “Relación beneficio/costo (Tanto financiera como de gestión” reportada), se observa que este tipo de evaluación no se hace por parte de la Empresa a la contratación, dado que de 26 contratos “Terminados y/o Liquidados” incluidos en la respuesta mencionada, de 12 no se reportó información al respecto; en los otros casos se dio una respuesta que muestra no tener establecida ninguna metodología para evaluar este aspecto de la contratación que le permita a la EAAB concluir para qué le sirvió la contratación de un bien o servicio. Lo anterior tiene como causa la falta de definición y alcance a los objetos contratados y la falta  control efectivo y real a las obligaciones ejecutas.

Por lo anterior, se infringieron normas de control interno Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios  de planeación, transparencia, austeridad en el gasto
, economía y eficacia.

Lo anterior configura un hallazgo de tipo administrativo.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folio 68.

Al respecto este ente de control, con base en la respuesta reitera las deficiencias encontradas.
3.3.2. Hallazgos con incidencia administrativa sobre la evaluación económica

Teniendo en cuenta el tipo de contratación objeto de análisis y evaluación de la presente auditoría, el consolidado del cuadro siguiente presenta tanto la cantidad de contratos celebrados en las vigencias examinadas como los valores pagados.  

El comportamiento de la contratación analizada cuadro 04, evidencia que, ordinariamente, durante el mes de diciembre se suscribieron el mayor número de contratos cuyos montos totales comparados con los otros meses son de los más altos, hecho que es especialmente relevante en el último mes de 2004, indicando falta de planeación o fallas en la programación de la contratación que cada dependencia debe proyectar para cada vigencia según lo establecido en los diferentes manuales de contratación. 

CUADRO 04

COMPORTAMIENTO CONTRATACIÓN

Valores en millones de pesos

	Mes
	2002
	2003
	2004

	
	Consultoría
	Pres. Serv.
	Consultoría
	Pres. Serv.
	Consultoría
	Pres. Serv.

	
	No.
	Valor
	No.
	Valor
	No.
	Valor
	No.
	Valor
	No.
	Valor
	No.
	Valor

	Enero 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	3
	4.019
	 
	 
	7
	612

	Febrero
	3
	1.127
	17
	1.423
	1
	186
	7
	683
	 
	 
	6
	265

	Marzo
	1
	18
	32
	1.057
	3
	405
	23
	2.019
	1
	58
	19
	2.476

	Abril
	12
	998
	20
	8.233
	14
	6.617
	44
	1.872
	2
	248
	22
	835

	Mayo
	5
	1.068
	25
	1.696
	5
	1.210
	38
	2.088
	11
	809
	27
	829

	Junio
	7
	1.047
	14
	3.060
	3
	174
	31
	3.078
	3
	70
	41
	2.495

	Julio
	14
	2.515
	12
	2.074
	7
	1.466
	27
	2.449
	4
	380
	39
	2.177

	Agosto
	9
	987
	15
	1.257
	3
	316
	35
	1.148
	5
	418
	11
	291

	Septiembre
	10
	1.490
	6
	9.459
	4
	326
	29
	2.778
	6
	807
	13
	552

	Octubre
	12
	2.668
	28
	1.584
	9
	1.579
	23
	2.589
	13
	1.608
	18
	650

	Noviembre
	42
	6.074
	22
	1.676
	9
	1.489
	7
	158
	16
	1.029
	25
	2.558

	Diciembre
	36
	7.559
	19
	5.660
	22
	5.609
	22
	3.820
	53
	15.047
	86
	9.008

	Totales
	151
	25.550
	210
	37.179
	80
	19.378
	286
	22.680
	114
	20.474
	307
	22.137


FUENTE: Información contratación suministrada por la EAAB

En lo relacionado con la contratación por medio de “órdenes directas” o “cartas de aceptación” se solicitó dicha información con el oficio EAC-36103-042 del 21 de junio de 2005 sin que a la fecha (30/jun/2005) se haya obtenido respuesta.

Por lo anterior, se infringieron normas de control interno Ley 87 de 1993, artículos 2 y 3, los principios  de planeación, transparencia, austeridad en el gasto, economía, eficacia y obstaculización del control fiscal.

La entidad respondió mediante oficio No. 2400 – 2005 – 0307 del 29 de julio de 2005, anexando documento de respuestas, visto a folios 54 y 55.

Al respecto este ente de control, con base en los argumentos presentados en la respuesta, acepta la respuesta parcialmente en lo relacionado con la vigencia del año 2004 y lo confirma para las vigencias 2002 y 2003.

Por lo tanto, se mantiene el hallazgo en lo expresado anteriormente.

3.4. 
EVALUACIÓN AL SISTEMA DE CONTROL INTERNO.

De la evaluación al Sistema de Control Interno a la gestión contractual y presupuestal se puede concluir:

3.4.1. Ambiente de  control

Con relación a esta fase, se pudo establecer que existen deficiencias en la  cultura del control interno en la gestión contractual, puesto que no se ha desarrollado la debida difusión de valores corporativos con relación a este tema. Igualmente, se nota la ausencia de conocimiento en el desarrollo de los distintos elementos del control interno a lo largo de todo el proceso de contratación y no se cuenta con mecanismos adecuados de autocontrol.

3.4.2. Administración del riesgo

Se observa que no se tienen mecanismos adecuados para la prevención de riesgos, la entidad se encuentra en un nivel de riesgo alto en la gestión contractual, ante la ausencia de instrumentos de monitoreo y seguimiento a dichos riesgos para mitigarlos y disminuirlos.

3.4.3. Operacionalización de los elementos

Se observó que existe debilidad significativa en cuanto a la fase de planeación de la gestión contractual por cuanto se presentan deficiencias  en la definición, alcance y determinación de precios con base en la consulta de mercados de bienes y servicios a contratar, deficiencias que se reflejan en las actuaciones surtidas  en la etapa precontractual y contractual.

Así mismo, la empresa no cuenta con procesos y procedimientos adecuados de interventoría, razón por la cual no se han definido criterios unificados con relación a la labor de los interventores situación que conlleva a informes deficientes y descontrol en la función de interventoría.

De otra parte, la Oficina de Control Interno, no ejecutó en las vigencias Programas de Auditoría en el área de la contratación, ni tampoco ejecutó acciones de asesoría y capacitación a los responsables de la gestión contractual.

3.4.4. Documentación

La memoria institucional del área de contratación es deficiente por cuanto los documentos contractuales no presentan la debida foliación y cuidado en la gestión documental;  las carpetas contractuales, se encuentran en diferentes dependencias sin que se cuente con adecuados registros de los mismos, ateniéndose su ubicación solamente a la memoria del funcionario que las presta.

Los Manuales de contratación, se están modificando en forma reiterada, pero  de forma precaria, sin cambios de fondo en cuanto a políticas, principios y criterios uniformes en la contratación de la entidad con los cuales se  garanticen el cumplimiento de reglas de transparencia, planeación,  responsabilidad, la selección objetiva y el control durante la ejecución de obligaciones.

3.4.5. Retroalimentación

Debido al deficiente  acompañamiento de control interno al área de contratación, a los deficientes instrumentos de autocontrol, planes de mejoramiento y seguimiento de la gestión contractual, se presentan reiteradas inconsistencias en el área, generando repetición de errores año tras año, sin que éstos se corrijan, tal como lo evidencia la información consignada en los contratos de las vigencias observadas. 
4. ANEXOS

Anexo 01 Cuadro de hallazgos












� Acuerdo 01 del 28 de enero de 2002, por el cual se reforman los Estatutos  de  la Empresa  de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá-ESP,  se establece el régimen,  la estructura,  se fijan funciones a la Junta Directiva y  el Gerente General.


� Sentencia C-454 de 1994 de la Corte Constitucional., la cual hace énfasis en la obligación que tiene el Estado para regirse por una serie de principios, deberes y derechos que cumplen las entidades estatales y los particulares.


� Decreto Nacional 026 del 8 de enero de 1998, por el cual se dictan normas de austeridad en el gasto publico.


Ley 152 de 1994, Plan de Desarrollo


� Sentencia C-454 de 1994 de la Corte Constitucional., la cual hace énfasis en la obligación que tiene el Estado para regirse por una serie de principios, deberes y derechos que cumplen las entidades estatales y los particulares.





� Acta de visita administrativa del interventor 


� Acta de visita administrativa del interventor


� Sentencia C-454 de 1994 de la Corte Constitucional., la cual hace énfasis en la obligación que tiene el Estado para regirse por una serie de principios, deberes y derechos que cumplen las entidades estatales y los particulares.





� Actas de visita administrativa de fechas 20 de mayo y 9 de junio de 2005


� Sentencia C-454 de 1994 de la Corte Constitucional., la cual hace énfasis en la obligación que tiene el Estado para regirse por una serie de principios, deberes y derechos que cumplen las entidades estatales y los particulares.





� Oficio del 8 de junio de 2005 de la Asistente de Gerencia a la Dirección de Representación Legal. 





� Comunicación 7536 del 8 de octubre de 2003,


� Decreto 624 del 30 de marzo de 1989, por el cual se expide el estatuto tributario, articulo 617


Sentencia Corte Constitucional C-17 del 12 de diciembre de 2000, referente a los requisitos de facturas y pago de IVA


� Sentencia C-454 de 1994 de la Corte Constitucional., la cual hace énfasis en la obligación que tiene el Estado para regirse por una serie de principios, deberes y derechos que cumplen las entidades estatales y los particulares.





� Sentencia C-454 de 1994 de la Corte Constitucional., la cual hace énfasis en la obligación que tiene el Estado para regirse por una serie de principios, deberes y derechos que cumplen las entidades estatales y los particulares.





� En el citado documento se requirió al interventor sobre las razones por las cuales se inicia el contrato sin estar en la carpeta respectiva los documentos necesarios para la iniciación del mismo. Responde: (…) En la carpeta contractual que consta en la Dirección de Compensaciones se encuentra fotocopia de algunos de los documentos referidos especialmente la fotocopia de las pólizas y aprobación de las mismas por parte de la Dirección de Seguros de la EAAB así como fotocopia de todos los términos de la invitación SGH-187-2004 de la Dirección de contratación y Compras de la Empresa dependiente de la Gerencia Jurídica en la cual se efectúan todos los trámites de legalización de los contratos de la EAAB. Cuando se designa el interventor de la Empresa se entienden que se han cumplido todos los requisitos necesarios de perfeccionamiento y legalización del contrato, el interventor para efectos de la firma del acta de iniciación se soporta exclusivamente en la aprobación de las pólizas por parte de la Dirección de Seguros de la EAAB ya que la disponibilidad presupuestal así como el registro presupuestal del contrato y los demás requisitos de perfeccionamiento son generados por la Dirección de compras y contratación de la Empresa por intermedio del registro de todos estos documentos dentro del SAP R3 (…). Cursiva es nuestra y evidencia la cantidad de dependencias que intervienen en un contrato.


�CARTA DE LA GERENCIA GENERAL A TODAS LAS GERENCIAS, DIRECCIONES Y RESPONSABLES  DE PRESUPUESTO, Año 2003 


� Decreto Nacional 026 del 8 de enero de 1998, por el cual se dictan normas de austeridad en el gasto publico


Decreto 1737  y 1738 del 21 de agosto de 1998, por los cuales se dictan normas sobre austeridad en el gasto, reducción y eficiencia en el gasto público.





Ley 152 de 1994, ley Orgánica del Plan de Desarrollo, en especial el articulo 3 Principio de Eficiencia.
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